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			The purpose of this article is to analyze the legal nature of the canon fee charged for the use of the radio spectrum in Peru, an obligation imposed by the Ministry of Transport and Communications on telecommunications service operators.

			Based on doctrinal, normative, and jurisprudential analysis, this article argues that the Fee does not satisfy the typical structure of a user charge tax (‘tasa-derecho’). Although it is levied on the use of a public-domain asset, its enforceability is not grounded in the provision of a divisible public service or in a strictly coercive tax obligation, but rather in the granting of the exclusive right to use a natural resource that forms part of the Nation’s patrimony. 

			Accordingly, its structure more closely resembles a non-tax economic consideration, subject to the principles of reasonableness, legality, and the prohibition of arbitrariness, rather than to the legal framework governing taxes.

			Keywords: Canon fee; radio spectrum; user charge tax; natural resources; tax; economic consideration.

		

		
			El objetivo de este artículo es analizar la naturaleza jurídica del canon por el uso del espectro radioeléctrico en el Perú, obligación que es exigida por el Ministerio de Transportes y Comunicaciones a los operadores de servicios de telecomunicaciones. 

			A partir de un análisis dogmático, normativo y jurisprudencial, el artículo sostiene que el Canon no satisface la estructura típica de una tasa-derecho. Aunque recae sobre el uso de un bien de dominio público, su exigibilidad no se explica por la prestación de un servicio estatal divisible ni por una obligación tributaria coactiva en sentido estricto, sino por el otorgamiento del uso exclusivo de un recurso natural integrante del patrimonio de la Nación.

			En esa medida, su estructura se asemeja a una contraprestación económica de naturaleza no tributaria, sujeta a los límites de razonabilidad, legalidad e interdicción de la arbitrariedad, pero no al régimen propio de los tributos.

			Palabras clave: Canon; espectro radioeléctrico; tasa; recursos naturales; tributo; contraprestación económica.

		

		
			I.	INTRODUCCIÓN

			En el Cuaderno número 46 del Archivo de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Fernando Zuzunaga del Pino evoca una anécdota sobre sus primeras interacciones con el profesor Armando Zolezzi Möller, quien le aconsejó simplificar el análisis jurídico, y prescindir de ‘aderezos’ conceptuales:

			Lo conocí cuando tenía 21 años y llevé el primer curso de Derecho Tributario en las casetas de Derecho en el segundo semestre del año 1987. Impresionaba su claridad expositiva, su dominio escénico y su apariencia de caricatura de cavernícola […] Mis pesadillas eran dos: la calificación del peaje como tasa o contribución (ni se pensaba en aquella época que un agresivo cambio hacia políticas liberales podría convertir a esa prestación en “precio”) y la asignación de poder tributario en la Constitución del 79 en favor de los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales […] 

			Yo iba con las partes pertinentes de los libros que leía, para contrastar lo escrito por los autores con lo expuesto por él. Como a la enésima vez me miró, agarró mi libro de Ataliba, que dicho sea de paso estaba marcadísimo con miles de colores y ante mi pregunta sobre la tasa me dice: «Fernando el tema es mucho más simple de lo que tienes en la cabeza, primero déjate de masturbaciones mentales que no te van a ayudar en nada y califica las cosas de manera concreta, simple y sin tanto aderezo». (2006, pp. 27-28) [el énfasis es nuestro] 

			Esta cita es ilustrativa de cómo en la práctica jurídica las clasificaciones doctrinarias pueden complejizar el análisis y desviar la atención de los hechos que se analizan. El consejo del profesor Zolezzi mantiene vigencia pues nos recuerda que el análisis jurídico debería ser claro y directo, enfocado en las características objetivas de la operación analizada y sin tanto aderezo conceptual.

			Esta tensión en el análisis jurídico se manifiesta en la evaluación sobre la calificación de las obligaciones que exige el Estado por el uso de los recursos naturales, pues en distintos ordenamientos jurídicos se ha discutido si el cobro corresponde a una tasa, contribución o un concepto de naturaleza distinta a la tributaria como una contraprestación económica.

			En el Perú, esta discusión no es nueva y no ha sido ajena a distintas elucubraciones jurídicas. En específico, en el caso del canon por el uso del espectro radioeléctrico (en adelante, el Canon) existe una discordancia entre el criterio de diversa jurisprudencia del Tribunal Fiscal que considera que este cobro es una obligación tributaria del tipo tasa-derecho, y pronunciamientos de la Corte Suprema que califican a esta obligación como una contraprestación económica por el uso de los recursos naturales del Estado. 

			Esta controversia tiene relevancia práctica, ya que, si se considera que el Canon es un tributo, su determinación se debe regir bajo los principios que limitan las obligaciones tributarias y cualquier cuestionamiento sobre su validez se debería canalizar mediante los procedimientos previstos en el Código Tributario. Por el contrario, si la obligación tiene naturaleza de una contraprestación civil por el uso de un recurso natural, su determinación no estaría sujeta a las limitaciones del derecho tributario1.

			En ese contexto, el artículo desarrolla una investigación jurídica dogmática, analítica y jurisprudencial que tiene como finalidad determinar si el Canon califica como un tributo del tipo tasa-derecho o como una contraprestación económica no tributaria derivada del aprovechamiento privativo de un recurso natural. 

			Para alcanzar dicho objetivo, la metodología empleada consiste en:

			a)	Identificar el régimen normativo aplicable al Canon;

			b)	contrastar sus elementos estructurales con las categorías tributarias previstas en el Código Tributario;

			c)	examinar la jurisprudencia relevante del Tribunal Fiscal y la Corte Suprema sobre el Canon y otras obligaciones económicas vinculadas al aprovechamiento de bienes públicos del Estado; y

			d)	evaluar si la calificación del Canon como tasa-derecho resulta compatible con el marco jurídico que regula la explotación de los recursos naturales en el Perú.

			 A tal efecto, el artículo aborda la discusión sobre la naturaleza jurídica del Canon a través de tres preguntas sencillas:

			a)	¿Qué se retribuye a través del pago del Canon? 

			b)	¿Cuáles son las características de esta obligación? 

			c)	¿Qué potestades tiene el Estado para exigir su cobro?

			Las respuestas a estas interrogantes permiten sostener que el Canon no constituye un tributo de la especie tasa-derecho. Si bien esta obligación se asemeja a una tasa-derecho exigida por el aprovechamiento especial de bienes de dominio público, su fundamento jurídico no radica en la prestación de un servicio estatal divisible ni en el ejercicio de la potestad tributaria, sino que se trata de una contraprestación económica que retribuye la atribución y el aprovechamiento económico exclusivo de un recurso natural integrante del patrimonio de la Nación. Esta tesis será desarrollada en los siguientes apartados.

			II.	¿QUÉ SE RETRIBUYE A TRAVÉS DEL PAGO DEL CANON? 

			Los servicios de telecomunicaciones hacen posible la transmisión de información y datos entre usuarios a larga distancia, generalmente mediante tecnologías inalámbricas. Este proceso se sustenta en el uso de ondas radioeléctricas, que son ondas electromagnéticas, cuyas frecuencias se fijan convencionalmente por debajo de los 3000 GHz2.

			Dichas ondas conforman el espectro radioeléctrico, espacio intangible que permite la propagación de señales y que es considerado un recurso natural indispensable para el funcionamiento del sector telecomunicaciones. Desde una perspectiva económica, el espectro radioeléctrico califica como un bien rival y no excluible, lo que justifica la intervención del Estado para garantizar su asignación eficiente y evitar distorsiones en el mercado3. Por ello, la administración y regulación de este bien es de competencia exclusiva del Ministerio de Transportes y Comunicaciones (en adelante, MTC).

			En nuestro país, el régimen jurídico aplicable al sector surge del proceso de apertura económica iniciado en la década de 1990, que transformó el rol estatal: de proveedor directo e intervencionista a ente regulador y supervisor. Antes de este cambio, la prestación de servicios recaía principalmente en la Compañía Peruana de Teléfonos S.A., con escasa participación privada debido a las restricciones normativas del modelo económico.

			Como señala Zegarra Valdivia, el nuevo diseño institucional reservó al Estado la función de regular el mercado de los servicios de telecomunicaciones, promoviendo la competencia, asegurando la calidad del servicio y protegiendo los derechos de los usuarios. Para ello, se implementaron mecanismos como la potestad tarifaria y normas sobre alcance, calidad y disponibilidad de los servicios (2018, p. 31).

			En este contexto, se dictaron las normas fundamentales del sector que fueron integradas en el Texto Único Ordenado (en adelante, TUO) de la Ley de Telecomunicaciones aprobado por el Decreto Supremo 013-93-TCC4 (en adelante, Ley de Telecomunicaciones) y el reglamento de la mencionada Ley, cuyo TUO fue aprobado por el Decreto Supremo 020-2007-MTC. Precisamente, en el reglamento se desarrollan los principios normativos del sector, la clasificación de los servicios, entre otras reglas vinculadas a la gestión del espectro y disposiciones técnicas relevantes (Zegarra Valdivia, 2018, p. 57; p. 61; p. 44).

			A través de estas normas se establecieron diversas obligaciones económicas que debían asumir las empresas operadoras del sector por el uso del espectro radioeléctrico y la ejecución de sus actividades económicas, tales como:

			a)	El aporte por regulación que debe pagarse al Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones (en adelante, OSIPTEL)5.

			b)	El aporte que debe pagarse al Fondo de Inversión en Telecomunicaciones (en adelante, FITEL)6.

			c)	La tasa por explotación comercial7.

			d)	El Canon que debe pagarse al MTC.

			En específico, el Canon es una obligación que se exige con un carácter periódico anual a todas las empresas que requieren la asignación del espectro radioeléctrico. El artículo 231 del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones define la metodología para su cálculo. Para ello, se establecen diversas variables según el tipo de servicio y su alcance8.

			Así, dicho artículo fija el Canon sobre la base a dos mecanismos generales:

			a)	En el caso de los servicios públicos móviles, el esquema de cálculo contempla una fórmula con parámetros de alcance como el área de banda y el área del espectro asignado, los cuales se ponderan con el presupuesto objetivo definido por el MTC e, incluso, con un coeficiente de expansión o mejora tecnológica de la infraestructura.

			b)	Para los servicios portadores, de radiodifusión y otros servicios privados; la fórmula utiliza un porcentaje de la UIT multiplicada en proporción a determinados umbrales de número de terminales, estaciones o canales activos por los operadores.

			Respecto a la primera metodología de cálculo, la norma que incorporó los coeficientes de ponderación para los servicios públicos móviles fue el Decreto Supremo 043-2006-MTC, en cuyos fundamentos se estipula que estos coeficientes generan mayores incentivos para que los operadores realicen una utilización más eficiente del espectro.

			Asimismo, en los considerandos de dicha norma se enfatiza que esta regulación atiende a los avances en tecnología y las recomendaciones internacionales para asegurar la eficacia y seguridad en la administración del espectro9.

			Entre los coeficientes que componen la metodología de cálculo del Canon, se contempla la variable del Presupuesto Objetivo del MTC que comprende los gastos proyectados para diversas actividades como: 

			a)	La gestión, regulación y supervisión del uso del espectro.

			b)	El desarrollo de proyectos de telecomunicaciones a través del FITEL.

			c)	La obtención de fondos para cumplir obligaciones con organismos internacionales10.

			Como se observa, la determinación del Canon tampoco obedece a la recuperación de los costos irrogados por el Estado para el otorgamiento de concesiones y autorizaciones para el uso del espectro radioeléctrico a los operadores del sector, pues para ello se establece un derecho que es definido en las bases de cada concurso público11. 

			Por su parte, el Canon tampoco es una obligación que financia exclusivamente un servicio de gestión o regulación prestado por el Estado, sino que su determinación obedece a parámetros técnicos que tienen como objetivo garantizar un uso eficiente del espectro radioeléctrico y fomentar el acceso universal de los servicios de telecomunicaciones.

			En ese sentido, el Canon es una obligación que surge como consecuencia de la cesión de un bien de dominio público para cubrir múltiples finalidades como recuperar el costo que implica para el MTC la gestión técnica del espectro radioeléctrico; es decir, asignación y protección de las bandas de frecuencia asignadas, labores de monitoreo, homologación de equipos, gestión de normas; así como la obtención de recursos para fomentar el desarrollo de nuevos proyectos de telecomunicaciones dentro de los alcances del rol subsidiario del Estado en la economía social de mercado.

			La metodología de cobro de esta obligación se fija en función a dos mecanismos: (i) uno general que atiende a la red de telecomunicaciones otorgada, el ancho de banda, la capacidad de los enlaces, la potencia de la señal, entre otras variables; y (ii) uno individual que considera el uso de cada equipo o terminal que opera el espectro radioeléctrico.

			En cualquiera de los casos, las directrices de la International Telecomunication Union [ITU] (2016, p. 12)12 recomiendan que las metodologías de cobro del Canon incorporen criterios técnicos que atiendan a recuperar los costos directos e indirectos de las frecuencias del espectro asignadas en función a variables como la congestión, intensidad de uso y escasez. Además de los objetivos económicos, la estructuración del Canon debe perseguir objetivos sociales y culturales del Estado. En el Perú, estas metas están alineadas con el cierre de la brecha digital y la promoción del acceso a internet que permita brindar conectividad a zonas alejadas y rurales.

			Los elementos descritos permiten advertir que el Canon no responde exclusivamente a la recuperación de costos administrativos ni a la prestación de un servicio estatal individualizado, sino que se impone como una contraprestación del otorgamiento de la exclusividad para operar una banda de frecuencia del espectro radioeléctrico. El pago de esta obligación se fija con base en criterios técnicos, sociales y económicos que tienen como propósito garantizar un uso eficiente del recurso y promover el desarrollo de los servicios de telecomunicaciones en el Perú.

			Partiendo de esta premisa, en el siguiente acápite analizamos cuáles son las prerrogativas del Estado peruano para exigir el cobro de esta obligación a los operadores de telecomunicaciones y si sus facultades son tributarias o exceden dicho ámbito.

			III.	¿QUÉ POTESTADES TIENE EL ESTADO PARA EXIGIR EL COBRO DEL CANON?

			En el Perú, el término ‘canon’ no se utiliza de manera unívoca. Por ejemplo, la Ley 27506 (Ley del Canon) define como ‘canon’ a la participación en el Impuesto a la Renta o regalías que se atribuyen a los gobiernos regionales y locales del total de rentas que obtiene el Estado por la explotación económica de los recursos naturales, estableciendo distintos porcentajes de participación según el tipo de recurso13.

			En el caso del sector telecomunicaciones, el Canon al que nos referimos corresponde a otra acepción de este término: al pago que se exige a las empresas operadoras por el uso privativo del espectro radioeléctrico, recurso que es indispensable para la ejecución de sus servicios de telecomunicaciones en el país.

			En específico, el artículo 60 de la Ley de Telecomunicaciones determina que el uso del espectro radioeléctrico da lugar a la obligación de pagar un Canon por parte de los particulares que requieran una banda o reserva radioeléctrica. Asimismo, se precisa que la administración, determinación y recaudación de esta obligación corresponde al MTC, en su calidad de ente rector del sector telecomunicaciones en el Perú.

			Dado que el objeto del Canon es retribuir la cesión en uso de las frecuencias del espectro radioeléctrico que son otorgadas a las empresas del sector telecomunicaciones para la explotación económica de sus actividades comerciales; corresponde evaluar las prerrogativas que tiene el Estado peruano para exigir obligaciones económicas sobre otros recursos naturales.

			A.	La potestad del Estado peruano sobre los recursos naturales

			El espectro radioeléctrico es un recurso natural del Estado peruano que se despliega en el espacio aéreo nacional. Respecto a los recursos naturales, el artículo 3, inciso e) de la Ley 26821, Ley Orgánica para el aprovechamiento sostenible de los Recursos Naturales (en adelante, LOGRN) indica que:

			Se consideran recursos naturales a todo componente de la naturaleza, susceptible de ser aprovechado por el ser humano para la satisfacción de sus necesidades y que tenga un valor actual o potencial en el mercado, tales como: [...] el espectro radioeléctrico. (1997) [el énfasis es nuestro] 

			Con relación al pago que puede requerir el Estado por el uso de los recursos naturales, el artículo 20 de la LOGRN establece que:

			Todo aprovechamiento de recursos naturales por parte de particulares da lugar a una retribución económica que se determina por criterios económicos, sociales y ambientales. La retribución económica a que se refiere el párrafo precedente incluye todo concepto que deba aportarse al Estado por el recurso natural, ya sea como contraprestación, derecho de otorgamiento o derecho de vigencia del título que contiene el derecho, establecidos por las leyes especiales. El canon por explotación de recursos naturales y los tributos se rigen por sus leyes especiales. (1997) [el énfasis es nuestro]

			Como se colige de los artículos citados, la contraprestación económica que los particulares deben asumir por el aprovechamiento de los recursos naturales debe fijarse atendiendo a criterios económicos, sociales y ambientales. A su vez, se aclara que dicha retribución abarca toda obligación que el Estado pueda exigir por la utilización del recurso. Es por ello que se lista de manera ilustrativa conceptos como el derecho de vigencia, derecho de otorgamiento, tributos u otras contraprestaciones que las leyes especiales determinen.

			La norma agrega que el canon y los tributos se rigen por sus propias normas especiales, lo que introduce una diferenciación formal entre estos conceptos y la categoría general de retribución económica por el uso de recursos naturales. 

			Así, resulta claro que entre las obligaciones que se exigen por la explotación de dichos recursos se encuentran las tributarias, siendo viable que la explotación económica de un recurso natural genere la obligación de pagar tributos y otras obligaciones extratributarias.

			En efecto, la propia LOGRN establece que los conceptos que son listados como parte de la retribución económica se indiquen de forma ejemplificativa, remitiendo a las normas sectoriales la facultad de determinar qué tipo de derechos, contraprestaciones o pagos se exigen por cada tipo de recurso natural.

			Cabe señalar que la LOGRN es una ley marco que tiene como propósito establecer lineamientos comunes para asegurar un uso eficiente y sostenible de los recursos naturales en el país14. Precisamente por su carácter general, esta norma remite a la legislación sectorial la definición de las obligaciones económicas que pueden surgir como consecuencia del aprovechamiento de un recurso natural.

			Es por ello que en los artículos citados se establece que los pagos vinculados al aprovechamiento económico de los recursos naturales –sea que se configuren como retribuciones económicas o tributos– se determinan conforme a las disposiciones específicas de la normativa sectorial que corresponda. 

			Este entendimiento ha sido reafirmado por el Tribunal Constitucional en los fundamentos jurídicos 44, 45 y siguientes de la sentencia recaída en el Expediente 0048-2004-PI/TC, en los que se destaca que la condición para que el Estado pueda exigir una retribución económica por la concesión de recursos naturales se encuentra definida en una ley orgánica, como la LOGRN; pero la regulación concreta de las distintas formas en que dicha retribución puede materializarse corresponde a las leyes especiales, pues por su naturaleza técnica y diversidad de supuestos no pueden quedar íntegramente reguladas en una ley orgánica.

			Nótese que, ni la Constitución, ni la LOGRN excluyen la aplicación de la potestad tributaria del Estado sobre los recursos naturales (artículo 74 de la Constitución15). Por tanto, cabe evaluar si el origen, las características y condiciones que gatillan el pago del Canon se subsumen como una obligación tributaria. 

			B.	La potestad tributaria del Estado peruano

			El artículo 74 de la Constitución establece los límites y alcances de la potestad tributaria del Estado peruano. Así, dicho artículo exige que la creación, modificación, derogación o exoneración de tributos solo pueda efectuarse mediante norma con rango de ley, salvo en el caso de aranceles y tasas, que pueden regularse mediante decreto supremo. Asimismo, reitera que en cualquier caso se deben respetar los principios de legalidad, igualdad, no confiscatoriedad y la protección de los derechos fundamentales. 

			Si bien la legislación no ofrece una definición del término ‘tributo’, tanto la jurisprudencia como la doctrina suelen recurrir a la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario para dotar de contenido a este concepto. Esta norma describe las tres categorías tributarias vigentes en el ordenamiento peruano –impuestos, contribuciones y tasas–, permitiendo derivar una definición general de tributo a partir de sus elementos comunes.

			Así, la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario establece que el término tributo comprende: 

			a)	Impuesto: Tributo cuyo pago no origina una contraprestación directa en favor del contribuyente por parte del Estado. 

			b)	Contribución: Tributo que tiene como hecho generador beneficios derivados de la realización de obras públicas o de actividades estatales.

			c)	Tasa: Tributo que surge de la prestación efectiva por el Estado de un servicio público a un contribuyente o por el aprovechamiento de bienes públicos. Se excluye de esta definición cualquier pago de origen contractual. (1996)

			Por su parte, las tasas se subdividen en:

			1.	Arbitrios: pagos vinculados al mantenimiento o prestación de servicios públicos municipales.

			2.	Derechos: obligaciones que se pagan por servicios administrativos o por el uso o aprovechamiento de bienes públicos.

			3.	Licencias: pagos asociados a actividades sujetas a autorización estatal. (1996)

			La norma agrega que las tasas y contribuciones no deben generar rentabilidad económica para el Estado, limitándose exclusivamente a cubrir el costo del servicio que originan. Este principio de provocación del costo del servicio, o principio de equivalencia, tiene como objetivo que el Estado no utilice los servicios que presta en las tasas y contribuciones como ‘impuestos encubiertos’ para obtener utilidades de los particulares.

			De lo mencionado se desprende que los tributos son obligaciones económicas impuestas por el Estado a través de leyes a los particulares. Nuestra normativa adopta la clasificación tripartita de los tributos, distinguiendo entre tributos vinculados (tasas y contribuciones) y no vinculados (impuestos), según la existencia o no de una actuación estatal directa por el pago de estas obligaciones. Todos los tributos tienen como límite los principios del artículo 74 de la Constitución.

			La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha precisado que, pese a la ausencia de una definición normativa expresa del término ‘tributo’, este se entiende como una obligación dineraria que se impone por ley, no tiene carácter sancionador y su cumplimiento se exige a un obligado ubicado en el supuesto previsto por la propia norma16. 

			En similar sentido, en las resoluciones de observancia obligatoria del Tribunal Fiscal 9715-4-2008 y 00416-1-2009 se hace referencia a los tributos como obligaciones pecuniarias creadas en ejercicio del poder de imperio del Estado y exigidas con carácter unilateral, excluyendo aquellas que deriven de un acuerdo de voluntades. El elemento central no es la forma del pago, sino el origen estatal y la finalidad de financiar necesidades públicas17.

			Estas características del tributo también son reconocidas por la doctrina. Así, Sevillano señala que el tributo constituye una obligación establecida por ley que el Estado impone a los particulares en ejercicio de su poder de imperio. Dicha obligación implica entregar una suma de dinero –o un bien valorable en términos monetarios– de manera definitiva, con la finalidad esencial de contribuir al financiamiento estatal. Se añade que los hechos que configuran la incidencia del tributo se sustentan en la capacidad contributiva del obligado (2019, pp. 48-49).

			Por su parte, García Vizcaíno sostiene que el tributo es toda prestación obligatoria, sea en dinero o en especie, que el Estado exige mediante el ejercicio de su ius imperium. Este autor resalta que su rasgo definitorio es precisamente la obligatoriedad: el Estado actúa de manera unilateral, sin depender de la voluntad del contribuyente como ocurriría en los negocios jurídicos, pues la fuente de la obligación es la ley y no un acuerdo entre las partes (1999, pp. 41-42).

			De los elementos descritos se advierte que un tributo es una obligación coactiva con origen en una norma con rango de ley que es impuesta en favor del Estado, con una entidad que administra dicho tributo. Además, esta obligación no tiene naturaleza de sanción, sino que se impone con base en situaciones que reflejen capacidad contributiva de los contribuyentes. 

			Conforme a la clasificación tripartita de los tributos, si el Canon fuese un tributo, se configuraría como una tasa-derecho, en tanto constituye una obligación pecuniaria exigida por el Estado a quienes utilizan económicamente un bien de dominio público. En consecuencia, corresponde determinar si la obligación de pago del Canon se subsume en el supuesto de hecho de este tipo de tasas.

			C.	El Canon como tasa-derecho

			Un punto inicial para examinar si el Canon califica como una tasa-derecho es la hipótesis de incidencia de dicho tributo, ya sea por el aprovechamiento económico exclusivo del espectro radioeléctrico o por los servicios de monitoreo, tutela y asignación de este recurso natural.

			Como mencionamos en el acápite anterior, el Canon es una obligación económica que el Estado exige para cubrir los siguientes costos:

			a)	El uso y asignación exclusiva de un bien de dominio público, en este caso, el espectro radioeléctrico.

			b)	Los servicios que presta el MTC asociados a la explotación de dicho recurso. 

			c)	El financiamiento de nuevos proyectos de telecomunicaciones de interés social.

			Ahora bien, el supuesto de hecho que habilita el cobro del Canon es el artículo 6018 de la Ley de Telecomunicaciones, el cual establece que el uso del espectro radioeléctrico genera la obligación de pagar el Canon a los particulares que solicitan una banda o reserva radioeléctrica.

			En ese sentido, si el Canon fuese un tributo sería una tasa-derecho, pues se trata de una obligación que se origina por el aprovechamiento económico exclusivo de un bien de dominio público como el espectro radioeléctrico durante el periodo otorgado en concesión.

			Respecto del término ‘bien público’ contemplado en la Norma II del Código Tributario19, el profesor Ruiz de Castilla observa que, si bien dicha expresión alude al patrimonio público, el derecho constitucional contemporáneo utiliza con mayor precisión la noción de ‘bienes de dominio público’ (2017, pp. 63-64).

			En la doctrina actual, el concepto de dominio público no se entiende como una simple modalidad de propiedad estatal, sino como un título jurídico que otorga a la administración pública la potestad de regular y supervisar el uso de los bienes colectivos, con la finalidad de asegurar que su explotación responda adecuadamente al interés nacional (Kresalja & Ochoa, 2020, p. 336).

			Así, nuestra normativa define como bienes públicos aquellos que integran el dominio del Estado, ya sea porque están afectados al uso público o porque permiten la ejecución de un servicio público20. Por ello, la expresión ‘bien público’ empleada en la Norma II del Código Tributario debe entenderse referida a los bienes sobre los cuales el Estado tiene potestades de dominio, entre los cuales se encuentran los recursos naturales como el espectro radioeléctrico.

			Sobre los recursos naturales, el Tribunal Constitucional ha señalado que son parte del dominio eminente del Estado. Así, en el fundamento jurídico 29 de la sentencia recaída en el Expediente 0048-2004-PI/TC se resalta que, en su conjunto, los recursos naturales son patrimonio de la Nación y, jurídicamente, su titularidad reposa en el Estado; el cual ejerce soberanía sobre su aprovechamiento, fijando las condiciones para su uso y goce por parte de los particulares.

			En específico, sobre el espectro radioeléctrico, el Tribunal ha manifestado en el fundamento jurídico 4 de la sentencia recaída en el Expediente 0003-2006-PI/TC, que se trata de un recurso natural de dimensiones limitadas; por ello, conforme al artículo 6621 de la Constitución, la Ley del Sistema Nacional de Bienes Estatales y los principios generales de estos bienes, el espectro integra el patrimonio de la Nación, siendo el Estado el ente soberano encargado de su gestión, planificación y control.

			De este modo, resulta claro que el espectro radioeléctrico es un bien de dominio público cuya administración, planificación y control corresponden al MTC, entidad competente para otorgar concesiones de uso de las frecuencias del espectro para el desarrollo de los diversos servicios de telecomunicaciones sobre este recurso natural que forma parte del patrimonio de la Nación.

			Es importante subrayar que el Estado puede autorizar el aprovechamiento económico de un recurso natural por parte de privados a través de un procedimiento administrativo reglado como el de otorgamiento de concesiones. Sin embargo, no es posible que se realice la cesión de este recurso vía contractual, al tratarse de un bien inalienable de titularidad de la Nación22.

			De lo expuesto se desprende que el espectro radioeléctrico constituye un bien de dominio público sobre el cual el Estado ejerce facultades soberanas de regulación, gestión y otorgamiento de derechos de uso a los particulares, incluso permitiendo su aprovechamiento económico privativo. 

			Bajo esta premisa, el Canon satisface la primera característica de la hipótesis de incidencia propia de las tasas-derecho, vinculada al uso o aprovechamiento de un bien de dominio público. Sin embargo, ello no resulta suficiente para determinar su naturaleza jurídica, por lo que corresponde examinar los demás componentes que caracterizan a este tipo de tributos.

			D.	El elemento de prestación de un servicio estatal en la tasa-derecho

			Como se ha explicado, las tasas, en tanto tributos vinculados, se caracterizan porque su hecho imponible se relaciona con la prestación efectiva de un servicio por parte del Estado, servicio que debe ser individualizado y prestado directamente a favor del contribuyente obligado al pago. Ahora bien, dentro de esta categoría, las tasas por el uso exclusivo que realiza un particular de un bien de dominio público nos invitan a una reflexión particular. 

			Aunque la Norma II del Código Tributario describe esta obligación únicamente como consecuencia del uso o aprovechamiento de un bien público –como ocurre en el caso del espectro radioeléctrico–, una interpretación sistemática del concepto de tasa, género al que pertenecen los derechos, exige reconocer que también debe existir una prestación estatal divisible vinculada a esa utilización. En otras palabras, la explotación de un bien de dominio público que da origen al pago del derecho debe ir acompañada de un servicio estatal específico asociado a dicho aprovechamiento. 

			Asumir una posición contraria –esto es, sostener que el solo uso del bien público basta para que surja la obligación de pagar una tasa sin que medie un servicio individualizado– despojaría de contenido la noción de este tributo construida por la doctrina y por nuestra legislación, aun cuando una interpretación estrictamente literal podría permitir tal conclusión. 

			Al respecto, la doctrina jurídica refuerza la idea de que debe existir un servicio del Estado en el caso de las tasas, en tanto la distinción clásica entre tributos vinculados y no vinculados desarrollada por Geraldo Ataliba (1987) parte de la premisa de que una tasa conlleva la prestación de un servicio individualizado cuyo costo es trasladado al contribuyente, a diferencia de los impuestos que no tienen correlato en una actividad estatal.

			En esa línea, Héctor Villegas señala que el hecho imponible de una tasa siempre comprende una actividad estatal vinculada con el contribuyente, siendo este elemento de actuación estatal el más característico del instituto. Por ello, el autor destaca que la tasa debe fundarse necesariamente en la prestación de un servicio concreto y específico a favor del obligado (2002, p. 174).

			En el ámbito nacional, Ruiz de Castilla sostiene que el servicio relevante para efectos de la tasa implica siempre una actividad estatal de hacer, es decir, una prestación materializada en acciones concretas desempeñadas por la administración (2017, p. 57). 

			De forma concordante, Bravo Cucci explica que, desde una perspectiva dinámica, la tasa es la obligación cuyo aspecto material mantiene una conexión directa con un servicio público individualizado, cuya prestación efectiva constituye la base del tributo. Añade que, si bien rige el principio de provocación del costo del servicio, la tasa debe observar también el principio de capacidad contributiva (2015, p. 75).

			Esta postura ha sido compartida por la reciente sentencia en Casación 163202022 de la Corte Suprema, en la cual se examinó directamente la naturaleza jurídica del Canon. En dicho caso, la Sala Suprema señaló que, conforme a la Norma II del Código Tributario, toda tasa-derecho requiere que el aprovechamiento de un bien público vaya acompañado de una actividad estatal que permita, regule o viabilice dicho uso, resaltando que la expresión ‘uso o aprovechamiento de bienes públicos’ no excluye la necesidad de una prestación estatal subyacente. 

			En esa medida, la Corte Suprema concluyó que, en el caso específico del Canon, no se verifica una prestación directamente asociada al pago de esta obligación; razón por la cual este pago no califica como una tasa-derecho, sino que se trata de una contraprestación que se rige por la legislación del sector telecomunicaciones.

			Desde una posición contraria, Hernández Berenguel sostiene que tratándose de tasas-derecho por el uso privativo de bienes de dominio público no sería necesario acreditar la prestación efectiva de un servicio, pues el Código Tributario –desde su reforma del 1 de abril de 1992– incorporó la clasificación tripartita de los tributos y estableció que los derechos, como subcategoría de las tasas, se generan por el mero uso o aprovechamiento de bienes públicos por parte de particulares (2008, p. 110).

			De acuerdo con este autor, la legislación peruana ha optado por considerar que el aprovechamiento privativo de un bien de dominio público –incluidos los recursos naturales– gatilla el nacimiento del tributo tasa-derecho, cuya hipótesis de incidencia se sustenta precisamente en el uso exclusivo de dicho bien.

			Esta interpretación cuenta con respaldo en jurisprudencia del Tribunal Fiscal. Por ejemplo, en la Resolución 09715-4-200823 el Tribunal se pronunció sobre el pago de vigencia anual por la autorización temporal para el uso de áreas acuáticas y la franja costera, señalando que, conforme al Código Tributario, los derechos constituyen una modalidad de tasa cuyo nacimiento se vincula al uso de bienes de dominio público, siendo su cobro una retribución por el aprovechamiento particular de dichos bienes. En esa línea, el Tribunal concluyó que el derecho de vigencia anual previsto en el Reglamento de la Ley del Sistema Portuario Nacional, respondía al uso temporal de las aguas y de las franjas costeras, y que, por lo tanto, calificaba como una tasa.

			En las sentencias recaídas en los Expedientes 048992007PA/TC24 y 018372009PA/TC, el Tribunal Constitucional expone un criterio similar respecto al pago por el aprovechamiento del agua subterránea. En dichas sentencias, el Tribunal concluye que la tarifa cobrada por el uso del agua subterránea posee naturaleza tributaria, motivo por el cual debe respetar los principios constitucionales del sistema tributario, conforme al artículo 74 de la Constitución25.

			Es de señalar que la incorporación del aprovechamiento especial de un bien público como un supuesto generador de tasas tributarias surge como un mecanismo de contraprestación económica que se impone a los privados que gozan de dicho uso privativo, ya sea por la peligrosidad, demanda, intensidad o aquel uso que excluya la utilización a los demás interesados. En cualquier caso, el aprovechamiento usualmente está sujeto a licencias o concesiones (Moreno Fernández, 2005, p. 371).

			Así, en las distintas jurisdicciones que regulan las tasas por el uso de bienes públicos, ha sido un tema controvertido determinar si su cobro guarda una relación directa con los servicios que el Estado presta con ocasión de su otorgamiento. Por ejemplo, en Chile la Contraloría ha manifestado que este tipo de derechos constituye una retribución económica asociada a un servicio que presta el Estado. En específico, por los gastos en los que incurre la administración derivados del otorgamiento de una concesión o permiso para permitir el uso público de un bien y aquellos que se generen cuando este aprovechamiento particular se vea obstaculizado (Mora Calderón, 2018, p. 39).

			De igual forma, en España la jurisprudencia ha señalado que, en el caso de empresas de suministro, el régimen que calcula la tasa sobre los ingresos brutos municipales no solo grava el aprovechamiento, sino que también sustituye las tasas por licencias de obra necesarias para instalar y mantener la infraestructura, por ser estas un requisito para dicho aprovechamiento (Ortiz Calle, 2008, p. 103).

			De hecho, en España, el debate sobre la compatibilidad entre la tasa por aprovechamiento especial del dominio público y otras obligaciones vinculadas al acceso a los bienes públicos permanece vigente. Recientemente, en la sentencia 1350/2025 del Tribunal Supremo, se reitera que, cuando el concesionario o la empresa explotadora realiza un uso del dominio público que forma parte integrante de la concesión o de la propia dinámica del servicio, la administración no puede fraccionar artificiosamente ese uso en hechos imponibles aislados que generen cargas adicionales26. 

			Por su parte, en la normativa peruana también se puede verificar la vinculación de la tasa por el aprovechamiento especial de los bienes públicos con los servicios realizados por el Estado. En específico, en los artículos 6 y 9 de la Ordenanza Marco de la Tasa de Estacionamiento Vehicular Temporal en la provincia de Lima se indica lo siguiente:

			Artículo 6.- Servicio de estacionamiento vehicular temporal 

			El servicio municipal de estacionamiento vehicular consiste en un conjunto de actividades tendientes a propiciar el uso ordenado de las zonas habilitadas para el estacionamiento temporal de vehículos y a la reducción de su impacto negativo en la colectividad. Constituyen parte de su actividad la señalización de los espacios, el mantenimiento periódico de las zonas, la colocación de elementos informativos, el control del tiempo de estacionamiento y otros relacionadas con el servicio. (2004) [el énfasis es nuestro]

			Artículo 9.- Estructura de costos del servicio

			La estructura de costos debe contener exclusivamente aquellos costos vinculados directamente con la prestación del servicio, tales como: 

			a) Mano de obra. 

			b) Materiales. 

			c) Señalización. 

			d) Costos de implementación y mantenimiento del servicio. 

			e) Costo asociado al uso temporal y exclusivo del espacio físico. 

			f) Otros relacionados con el servicio. (2004) [el énfasis es nuestro]

			Como se observa, el cobro de la tasa municipal por el uso de estacionamientos vehiculares temporales se sustenta en las labores de señalización de los espacios, las actividades de acondicionamiento de estas zonas, el mantenimiento rutinario, la supervisión del tiempo de estacionamiento y otros servicios relacionados. Nótese que esta ordenanza ‘marco’ es utilizada como fundamento normativo por otros municipios locales de la provincia de Lima.

			En nuestra opinión, las tasas como tributos tienen su razón de ser en que el Estado recupere los costos irrogados por los servicios individualizados prestados a los contribuyentes. Por tanto, una interpretación sistemática e histórica de las tasas como tributos vinculados requiere que también se verifique la ejecución de un servicio realizado por el Estado en las tasas exigidas por el aprovechamiento económico del bien de dominio público. De lo contrario, no estaríamos ante un tributo vinculado, sino ante una contraprestación que el Estado exige por el simple hecho de aprovechar exclusivamente un bien de dominio público.

			En este contexto, cabe evaluar si el Canon cumple con las características descritas previamente para calificar como tributo, específicamente una tasa-derecho por el uso de un bien de dominio público.

			1.	¿El Canon tiene su origen en una norma con rango de ley? 

			Desde una perspectiva normativa, las disposiciones en las cuales se determina la metodología de cálculo del Canon y las condiciones para su exigibilidad se prevén en el artículo 60 de la Ley de Telecomunicaciones y el artículo 231 del reglamento. Sin embargo, si bien el legislador ha previsto un marco general que crea el Canon como una retribución económica asociada al aprovechamiento de este recurso natural, el pago de esta obligación no se activa solo por este mandato legal, sino que está vinculado a la suscripción voluntaria de un contrato de concesión para el aprovechamiento exclusivo del espectro radioeléctrico. 

			Así, el uso privativo o aprovechamiento especial del espectro radioeléctrico no generan automáticamente la obligación de asumir el pago del Canon, sino que el hecho imponible parte del supuesto de que las empresas de telecomunicaciones solicitan y aceptan la asignación exclusiva del recurso natural mediante un contrato de concesión que enmarca esta obligación. 

			Por tanto, en nuestra opinión el Canon no tiene su origen exclusivamente en la ley, sino que presenta características que reflejan la existencia de una relación contractual27.

			2.	¿El Canon tiene naturaleza de sanción?

			El Canon por uso del espectro radioeléctrico no tiene naturaleza punitiva, pues su exigibilidad no se vincula a la comisión del incumplimiento de una obligación, ni persigue finalidades represivas. 

			Por el contrario, la obligación de pago del Canon se gatilla a partir de que el operador solicita la asignación del espectro radioeléctrico dentro del marco de un contrato de concesión y obtiene el derecho de utilizar este recurso natural de forma exclusiva. En consecuencia, el Canon cumple con esta característica de los tributos.

			3.	¿El sujeto activo de la obligación es una entidad pública?

			El sujeto activo del Canon es el Estado peruano, ya que el MTC es el ente designado para exigir y administrar su cobro. En consecuencia, el Canon sí cumple con esta característica de los tributos

			4.	¿El sujeto pasivo de la obligación es puesto en dicha situación de forma coactiva?

			En este caso, los obligados son los operadores privados que realizan actividades de telecomunicaciones y que necesitan hacer uso del espectro radioeléctrico. Sin embargo, como mencionamos en el primer subtítulo del presente apartado, las empresas obligadas al pago del Canon no incurren en dicha situación por mero imperio de la ley, sino que existe una suscripción voluntaria de un contrato para acceder a la asignación del espectro radioeléctrico.

			Por tanto, resulta controvertido que el Canon cumpla con esta característica de los tributos.

			5.	¿Se origina en hechos que reflejan capacidad contributiva del contribuyente? 

			De acuerdo con la clasificación tripartita de los tributos que recoge nuestro ordenamiento jurídico, los tributos pueden ser vinculados como los impuestos o no vinculados como las tasas o contribuciones especiales.

			La capacidad contributiva que legitima la imposición de tributos se manifiesta a través de hechos o situaciones económicas objetivamente reveladoras de riqueza: en los impuestos, o en los servicios ejecutados a favor de los contribuyentes o un grupo de estos, en las tasas y contribuciones, aunque la intensidad de este principio se relativiza en el caso de las tasas y contribuciones28.

			En el caso del Canon, las condiciones sobre las cuales el legislador establece un gravamen es la utilización exclusiva de las frecuencias del espectro radioeléctrico asignadas a la empresa del sector telecomunicaciones, sin que exista una prestación estatal que encaje en la estructura de la tasa-derecho. Dicha prestación no constituye un aspecto revelador de capacidad contributiva.

			Esta ausencia de un servicio estatal específico –y la consiguiente imposibilidad de vincular el monto del pago con un costo individualizable– es precisamente otro de los elementos que tensiona la calificación del Canon como tributo y que será desarrollado en el acápite siguiente. 

			Los elementos analizados permiten sostener que el Canon no reúne plenamente las características de una tasa-derecho, en tanto no se verifica la existencia de un servicio estatal que viabilice el aprovechamiento económico del bien de dominio público involucrado y además, porque esta obligación no se impone exclusivamente de manera coactiva, sino que se asocia a la suscripción de un contrato de concesión para la explotación del espectro radioeléctrico.

			En el siguiente acápite se examinan las características del pago del Canon en nuestro ordenamiento jurídico y, como ha abordado nuestra jurisprudencia, la exigencia de las obligaciones vinculadas al aprovechamiento económico de los recursos naturales.

			IV.	¿CUÁLES SON LAS CARACTERÍSTICAS DEL CANON Y DE OTRAS OBLIGACIONES EXIGIDAS POR EL USO DE RECURSOS NATURALES? 

			Como hemos dejado en evidencia, la potestad en virtud de la cual el Estado exige el Canon a las empresas operadoras del servicio de telecomunicaciones, no obedece a una obligación coactiva de carácter tributario, sino que refleja en mayor medida un pago que surge de una relación contractual para la asignación y explotación exclusiva de determinadas frecuencias del espectro radioeléctrico.

			Ahora bien, conviene evaluar la discusión que se ha presentado en nuestra jurisprudencia nacional sobre el presunto conflicto entre la hipótesis de incidencia de las tasas por el uso o aprovechamiento de bienes públicos que se prevé en la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario y las retribuciones que se cobran por la explotación de los recursos naturales que no deberían tener carácter tributario si se trata de contraprestaciones por la explotación de recursos originarios del Estado.

			Así, el Tribunal Fiscal ha abordado esta controversia en el análisis de las obligaciones por el uso o explotación de distintos recursos naturales.

			A.	Agua subterránea

			En el caso de la tarifa por el uso de agua subterránea, la jurisprudencia del Tribunal Fiscal analizó la naturaleza jurídica de esta obligación bajo el régimen del Decreto Ley 17752, Ley General de Aguas, que fue dejado sin efecto por la Ley 29338, Ley de Recursos Hídricos.

			En los casos analizados durante la vigencia del régimen anterior, el Tribunal Fiscal fue consistente en calificar este pago como un tributo de la especie tasa-derecho. En las Resoluciones 0796-1-1999 y 01438-5-2002, concluyó que la tarifa constituye una retribución por el aprovechamiento privativo de un recurso natural, en línea con la opción legislativa recogida en la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario, que considera tributos a los pagos exigidos por el uso de bienes de dominio público. 

			Sin embargo, ya bajo la vigencia de la Ley 29338, la Corte Suprema ha expresado una postura contraria. En la Casación 11585-2014, se apartó del criterio tributario, considerando que la tarifa por agua subterránea responde a una retribución económica de naturaleza no tributaria, sustentando su posición en que la obligación de pagar una contraprestación económica por parte de los usuarios del agua superficial y subterránea siempre ha existido; sin embargo, con el cambio legislativo, la obligación dejó de denominarse tarifa para pasar a ser retribución económica.

			De igual forma, en la Casación 1870-2017, la Corte Suprema validó la exigibilidad de la retribución económica conforme a la Ley de Recursos Hídricos. Aunque no se pronunció de manera concluyente sobre su naturaleza no tributaria, se hace referencia al artículo 176 del Reglamento de la Ley de Recursos Hídricos, que indica que la contraprestación económica que los usuarios deben pagar por el uso consuntivo o no consuntivo del agua no es un tributo, al ser dicho recurso natural patrimonio de la Nación. 

			B.	Tarifa de sobrevuelo

			Respecto a la tarifa de sobrevuelo cobrada por la Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación Comercial S.A., entidad encargada de la gestión del espacio aéreo y de las áreas aeroportuarias, el Tribunal Fiscal señaló en la Resolución 16876-9-2011 que esta obligación califica como un precio público y no como una tasa. 

			El fundamento central de esta decisión radicó en que la relación entre las empresas de aviación y el Estado se configura como contractual, aun cuando el servicio sea prestado en régimen de monopolio. El Tribunal enfatizó que la determinación de la tarifa admite la obtención de rentabilidad y que el servicio de comunicaciones entre torres y aeronaves, si bien es exclusivo del Estado, responde a razones de oportunidad y conveniencia más que a una función inherente a la soberanía estatal29. 

			Es de señalar que el Tribunal parte de la premisa de que el pago por la tarifa de sobrevuelo no retribuye la cesión del espacio aéreo nacional de forma temporal, sino el servicio de sobrevuelo se define como las comunicaciones que se realizan entre las torres de control para permitir el traslado adecuado de las aeronaves que surcan el territorio peruano, sin aterrizar en el Perú.

			C.	Tarifa de tráfico y rampa

			De forma similar al anterior caso, en la Resolución 13789-1978, el Tribunal Fiscal analizó la naturaleza de las tarifas por servicios de tráfico y rampa prestados por la Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación Comercial S.A., a los operadores de transporte aéreo.

			En dicho caso, el Tribunal concluyó que estos servicios no son inherentes a la soberanía estatal, ya que históricamente han podido ser prestados por agentes privados, y su asunción por parte del Estado obedece a razones de conveniencia. Por tanto, el pago exigido por estos servicios se enmarca en la lógica de los precios públicos y no de las tasas tributarias, reforzando este criterio doctrinario y la importancia de la naturaleza del servicio para calificar la naturaleza de la obligación30.

			D.	Regalías mineras 

			El caso de las regalías mineras constituye un ejemplo paradigmático de una contraprestación exigida por la explotación de los recursos naturales realizada por los actores privados de la industria mineral extractiva. De hecho, la naturaleza de esta obligación fue ampliamente debatida al momento de su incorporación, pues un sector de la doctrina cuestionó la imposición de cargas adicionales con aparente carácter tributario a empresas que, en muchos casos, contaban con convenios de estabilidad jurídica tributaria vigentes.

			El Tribunal Constitucional se pronunció sobre la naturaleza de esta obligación en el fundamento jurídico 11 de la sentencia recaída en el Expediente 048-2004-PI/TC, reconociendo que el Estado tiene legitimidad para exigir el cobro de regalías por la explotación de sus recursos no renovables, en atención a su carácter limitado y al impacto ambiental generado en la zona de explotación. 

			Además de ello, es de señalar que el artículo 131 de la Ley 28969, Ley que autoriza a la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (en adelante, SUNAT) la aplicación de normas que faciliten la administración de regalías mineras, establece de forma expresa que la regalía no tiene naturaleza de tributo, sino que se trata de una contraprestación económica con un marco normativo propio.

			Así, el tratamiento de las regalías mineras evidencia una exclusión normativa expresa que respalda la calificación no tributaria de este tipo de contraprestaciones. Más allá de las particularidades de la industria extractiva y la naturaleza no renovable de los recursos minerales, la Ley 28969 manifiesta de forma inequívoca el entendimiento del legislador de que esta obligación económica corresponde a un régimen ajeno a las potestades tributarias del Estado, precisamente porque se trata de un pago exigido a los agentes privados que explotan los recursos naturales de la Nación. 

			E.	Autorización temporal de uso de área acuática y franja costera

			Respecto al pago de derecho de vigencia anual por el otorgamiento de autorización temporal de uso de área acuática y franja costera, el Tribunal Fiscal, mediante la Resolución 09715-4-200832 concluyó que este pago tiene naturaleza tributaria y constituye una tasa-derecho, conforme a la Norma II del Código Tributario. 

			El Tribunal fundamenta su conclusión en el hecho de que esta obligación retribuye el aprovechamiento privativo de un bien de dominio público, sin que exista una exclusión legal expresa que permita calificarla como una retribución no tributaria. El tribunal enfatiza que nuestro Código Tributario establece que el aprovechamiento económico de los bienes públicos genera el pago de una tasa-derecho, siendo que el otorgamiento de autorización temporal de uso de área acuática y franja costera se subsume plenamente en el supuesto de hecho de este tributo.

			F.	Canon

			Finalmente, respecto a la naturaleza jurídica del Canon, en la jurisprudencia nacional se aprecia una divergencia marcada entre las posiciones de la Corte Suprema del Poder Judicial y el Tribunal Fiscal (sede administrativa).

			En esta discrepancia jurisprudencial se reflejan las dos formas distintas de aproximarse al Canon: una lectura de esta obligación como una tasa-derecho por el aprovechamiento económico exclusivo del espectro radioeléctrico; y una lectura de esta obligación como contraprestación económica, que atiende al régimen especial de los recursos naturales y a la potestad del Estado de obtener una retribución por su explotación económica. 

			En efecto, el Tribunal Fiscal ha señalado en diversas resoluciones33 (como las 02836-5-2009, 16074-5-2012, 02059-Q-2019, entre otras) que el Canon constituye una tasa-derecho, al amparo de la Norma II del Código Tributario, en tanto retribuye el uso exclusivo de un bien de dominio público y la prestación de servicios estatales asociados a dicho uso.

			Por el contrario, en la sentencia en Casación 704-2020-Lima de la Corte Suprema se concluye que el Canon no tiene naturaleza tributaria, argumentando que su origen es contractual, pues deriva de la relación concesional entre el Estado y la empresa operadora de telecomunicaciones y, además, que el legislador no le ha otorgado expresamente la calidad de tributo al Canon, a diferencia de la tasa anual por explotación comercial.

			En nuestra opinión, este segundo argumento resulta bastante endeble, pues la calificación jurídica de una obligación no puede determinarse únicamente por la denominación que le otorgue el legislador. Lo relevante es analizar sus elementos sustanciales y el régimen aplicable. En palabras de Medrano, una posición de este tipo conduciría al absurdo de sostener que bastaría con que el legislador niegue el carácter tributario a una obligación para que su creación, modificación o supresión quede fuera de los controles y principios propios del Derecho Tributario (1991, pp. 37-38).

			De igual forma, en la sentencia en Casación 163202022-Lima34, la Corte Suprema precisó que, conforme a la Norma II del Código Tributario, toda tasa-derecho requiere que el aprovechamiento de un bien público esté acompañado de una actividad estatal, siendo que, en el caso del Canon, no se verifica la prestación de un servicio. Por tanto, la Corte concluyó que esta obligación no califica como una tasa-derecho, sino como una contraprestación contractual.

			Nuestra posición coincide parcialmente con la línea seguida por la Corte Suprema, en cuanto descarta que el Canon califique como una tasa-derecho. Sin embargo, dicha conclusión no debe sustentarse únicamente en la existencia de una relación concesional ni en la ausencia de una calificación legal expresa como tributo. A nuestro juicio, el argumento determinante es que el Canon se exige como una contraprestación económica por el aprovechamiento exclusivo del espectro radioeléctrico que forma parte del patrimonio de la Nación, y no como una retribución por un servicio estatal divisible como sería propio de las tasas tributarias.

			En suma, el análisis de los casos descritos revela que la naturaleza jurídica de las obligaciones exigidas por el Estado en el contexto de la explotación de recursos naturales depende tanto de la remisión general de la LOGRN, que legitima al Estado a cobrar una retribución que se fije en criterios técnicos, económicos y sociales; así como de las particularidades de cada sector que prevén exclusiones expresas. 

			Es de resaltar que la exclusión normativa no resulta determinante para sostener que las obligaciones exigidas por el Estado sobre los recursos naturales –a pesar de compartir elementos con las tasas tributarias– pueden regirse por un régimen especial distinto al tributario. 

			Así, en el caso de las regalías mineras, la calificación de estos pagos como contraprestaciones de naturaleza no tributaria se establece a través de la Ley 28969 que fue publicada el 24 de enero de 2007 con la finalidad de facilitar la administración de esta obligación por parte de la SUNAT. Esta norma fue emitida después de más de 2 años de la publicación de la Ley 2825835, Ley de Regalía Minera, que creó el régimen de esta contraprestación especial.

			Por su parte, en el caso del pago que se exige a los usuarios por el aprovechamiento económico del agua, su naturaleza jurídica no tributaria se precisó en el Reglamento de la Ley de Recursos Hídricos, aprobada por el Decreto Supremo 001-2010-AG (norma de rango infralegal).

			Finalmente, en el caso del Canon, las normas del sector telecomunicaciones no contienen ninguna provisión que defina el carácter no tributario de esta obligación. En los diversos artículos de la Ley de Telecomunicaciones y el Reglamento se hace referencia al origen, las condiciones y la metodología de pago del Canon; así como de otros derechos, multas y tasas, sin pronunciarse sobre la naturaleza del Canon:

			[image: ]

			De una revisión sistemática de la normativa del sector, se advierte que las disposiciones especiales que regulan el Canon no incorporan criterio alguno que delimite expresamente su naturaleza jurídica, ni que lo configure como una contraprestación económica por el uso del espectro radioeléctrico que no tiene carácter tributario.

			En estas normas no se establece una excepción a la aplicación del supuesto de hecho previsto en la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario referido a las tasas-derecho que se originan por el aprovechamiento económico privativo de los bienes públicos, como el espectro radioeléctrico.

			No obstante, ello no ha sido óbice para que la Corte Suprema sostenga, en las sentencias citadas líneas arriba, que el Canon corresponde a una contraprestación económica por el uso de un recurso natural que no tiene carácter de tributo, pese a que no existe una norma de rango legal o infralegal que excluya expresamente la naturaleza tributaria de esta erogación.

			Siendo ello así, la calificación normativa que pueda hacerse sobre las obligaciones exigidas por el uso de recursos naturales, ya sea como tributos u otras formas de retribución económica, no parece ser un criterio determinante; sino que la reciente jurisprudencia que se pronuncia sobre el Canon sustenta su calificación en la potestad originaria del Estado de exigir una contraprestación por la explotación de sus recursos naturales desarrollada por la LOGRN, la cual posee una naturaleza contractual y no tributaria.

			Precisamente por ello, la discusión no puede agotarse en verificar si existe o no una disposición sectorial que precise expresamente la naturaleza jurídica de la obligación. El punto central consiste en identificar cuál es la potestad estatal que justifica su cobro: si se trata de la potestad tributaria, el Canon debería someterse al régimen propio de los tributos; pero si se trata de la potestad patrimonial del Estado sobre el espectro radioeléctrico como recurso natural público, su calificación corresponde al ámbito de las contraprestaciones económicas no tributarias.

			Respecto a la clasificación de los ingresos estatales como originarios y derivados, Fernando Zuzunaga afirma que los ingresos derivados son aquellos que el Estado obtiene precisamente en virtud de su potestad pública, al ampararse en su ‘poder de imperio’ y en la Constitución para efectuar apropiaciones legítimas del patrimonio de los particulares, sin que exista un componente retributivo o compensatorio. Dentro de esta categoría se ubican, por ejemplo, los tributos y las sanciones. En contraste, los ingresos originarios o patrimoniales provienen del propio patrimonio del Estado y se generan cuando este actúa como sujeto económico, obteniendo recursos mediante el aprovechamiento, arrendamiento o transferencia de sus bienes, es decir, a partir de fuentes de riqueza que le son propias (2011, p. 2).

			De acuerdo con esta clasificación económica de los ingresos del Estado recogida por la doctrina financiera clásica36, los ingresos públicos se dividen en originarios y derivados. Los ingresos derivados, entre los que se encuentran los tributos, constituyen apropiaciones del patrimonio privado sustentadas en el poder de imperio, pues su exigencia se justifica en la potestad pública y no en una relación contractual. En cambio, los ingresos originarios son aquellos que provienen del propio patrimonio estatal, ya sea por la explotación, uso, disfrute o disposición de los bienes que le pertenecen, y surgen cuando el Estado actúa como propietario económico y no como soberano.

			Desde esta perspectiva, el Canon y demás obligaciones vinculadas al aprovechamiento económico de los recursos naturales no deben calificarse como tributos, sino como expresiones de la participación del Estado en el valor de los bienes que le pertenecen patrimonialmente. Su fundamento no reside en una imposición coactiva sustentada en la potestad tributaria, sino en una relación compensatoria propia de la explotación de un recurso escaso cuya titularidad es del Estado. Por ello, la relación que se establece entre el Estado y el particular que obtiene la facultad de explotación tiene naturaleza contractual y retributiva, más cercana a una contraprestación económica que a una obligación tributaria coactiva.

			Bajo esta lógica, los pagos que el Estado exige por la explotación de sus recursos no encuentran explicación en el Derecho Tributario, sino en la posición jurídica del Estado como propietario originario del recurso natural. La contraprestación que recibe se fundamenta en su derecho a participar del valor generado por la explotación económica del recurso natural y no en la potestad tributaria del Estado que le permite obtener recursos del patrimonio de los privados. 

			En esa línea, Eduardo Sotelo advierte que, bajo la redacción vigente de la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario, cualquier pago exigido por el Estado a un particular por el uso de un recurso natural terminaría calificando como un tributo de la especie tasa-derecho. Ello ocurriría incluso cuando la doctrina financiera y tributaria coincide en que los recursos naturales integran el patrimonio originario del Estado y, por tanto, deberían quedar al margen de la potestad tributaria (2005, p. 246).

			Como señala el profesor Sotelo, una lectura aislada e irrestricta de la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario, referida a que toda utilización privativa de bienes públicos –incluyendo aquella que se exige por la explotación de los recursos naturales– genera el pago de una tasa-derecho, no resulta razonable, pues desconoce la potestad del Estado de participar en los recursos naturales que integran el patrimonio originario del Estado, la cual está al margen de la potestad tributaria

			De hecho, esta línea interpretativa del Tribunal Fiscal ha generado que en determinados regímenes sectoriales se precise de forma expresa una especie de objeción de reserva de aplicación de la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario, tal y como ocurre con las regalías mineras y la tarifa por el uso del agua.

			Incluso, en el caso del Canon, la falta de una disposición normativa que defina expresamente la naturaleza no tributaria del Canon derivó en que, en la redacción original del artículo 2 del Proyecto de Ley 806/2021CR37, el dictamen del Ministerio de Economía y Finanzas proponga incorporar una precisión que aclare que el pago por el uso del espectro radioeléctrico es una obligación de carácter no tributario38.

			En nuestra opinión, no resulta necesario establecer una exclusión expresa –ni mediante una norma con rango de ley ni mediante disposiciones infra legales– para afirmar que una obligación vinculada con la explotación económica de un recurso natural posee naturaleza no tributaria.

			Una interpretación de este tipo refleja una interpretación excesiva del alcance de la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario, sin atender a que estas obligaciones se sustentan en un régimen jurídico distinto al tributario: la potestad originaria del Estado para administrar y explotar sus recursos patrimoniales.

			Siendo ello así, consideramos que el análisis de la naturaleza jurídica de las obligaciones económicas por el uso temporal o la explotación de los recursos naturales, debería partir de la premisa de que estos bienes se regulan por el régimen especial de la LOGRN, cuya regulación presenta diversos matices que permitan distinguirlos de otros bienes de dominio público. 

			Es precisamente este marco regulatorio especial, con fundamento constitucional en el artículo 66, el que habilita al Estado a exigir retribuciones de carácter patrimonial por la explotación económica de sus recursos naturales. Ello explica la existencia de figuras como el Canon, las regalías mineras o la retribución económica por el uso del agua, todas ellas concebidas como contraprestaciones económicas vinculadas a la cesión de recursos originarios y no como tributos derivados del poder de imperio del Estado.

			Si bien es cierto, una parte de la doctrina nacional mantiene posiciones divergentes, la reciente línea jurisprudencial de la Corte Suprema –que reconoce la naturaleza no tributaria del Canon– contribuye de manera significativa a la seguridad jurídica, al delimitar con claridad las reglas de juego que rigen al Canon y evitar la traslación indebida de los principios y procedimientos del Derecho Tributario.

			En virtud de lo expuesto, somos de la posición de que el Canon encuentra una explicación más consistente en la categoría de retribución económica que surge por la explotación exclusiva de un recurso natural como el espectro radioeléctrico. La naturaleza jurídica de esta obligación corresponde a una contraprestación económica no tributaria, de naturaleza patrimonial, exigida por el Estado como retribución por el aprovechamiento privativo del espectro radioeléctrico. Esta calificación no excluye la existencia de límites jurídicos a su determinación, pero sí impide trasladar automáticamente al Canon el régimen de creación, determinación, impugnación y control propio de las obligaciones tributarias.

			V.	CONCLUSIONES

			Del análisis desarrollado en el presente trabajo, podemos extraer las siguientes conclusiones:

			–	El Canon no constituye un tributo de la especie tasa-derecho. Si bien comparte ciertos elementos con los pagos exigidos por el aprovechamiento especial de bienes de dominio público, su fundamento jurídico no radica en la potestad tributaria del Estado ni en la prestación de un servicio estatal divisible. Por el contrario, responde a la atribución y explotación exclusiva de un recurso natural integrante del patrimonio de la Nación, por lo que se aproxima con mayor coherencia a una contraprestación económica de naturaleza no tributaria.

			–	La metodología de cálculo del Canon responde a criterios técnicos, sociales y económicos, no a la recuperación estricta de costos administrativos. La inclusión de variables como el ancho de banda, la congestión, la intensidad de uso, la expansión tecnológica y el presupuesto objetivo reflejan que esta obligación se constituye como una retribución económica que tiene como finalidad obtener recursos para garantizar un uso eficiente y fomentar el acceso universal de los servicios de telecomunicaciones en el país. 

			–	Aunque una interpretación aislada de la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario podría llevar a calificar el Canon como una tasa-derecho, dicha lectura resulta insuficiente cuando se analiza el régimen especial de los recursos naturales previsto por la Constitución y la LOGRN. En particular, el Canon no se sustenta en la prestación de un servicio estatal divisible prestado a favor del contribuyente, ni en una obligación que surge de forma coactiva, elementos que tradicionalmente están asociados a las tasas tributarias.

			–	La clasificación de los ingresos públicos en originarios y derivados permite explicar adecuadamente la naturaleza del Canon. Mientras los tributos constituyen ingresos derivados sustentados en el poder de imperio del Estado, el Canon se relaciona con la explotación económica de un recurso que forma parte de su patrimonio originario. Por ello, su fundamento jurídico se encuentra más próximo a una retribución patrimonial que a una obligación tributaria.

			–	La evolución reciente de la jurisprudencia evidencia un desplazamiento desde una interpretación literal de la Norma II del Título Preliminar del Código Tributario hacia una aproximación basada en el régimen especial de los recursos naturales. En nuestra opinión, esta última interpretación resulta más consistente con el ordenamiento jurídico peruano, pues permite distinguir entre las obligaciones derivadas de la potestad tributaria y aquellas que responden a la participación del Estado en la explotación económica de los recursos que integran el patrimonio de la Nación. [image: ]
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					1	Ello no implica que el Estado no tenga limitaciones en sus prerrogativas para fijar su importe, pues el Estado Constitucional de Derecho exige que todas las obligaciones que imponga el Estado deben determinarse bajo criterios objetivos, razonables y debidamente motivados, a la luz del principio de interdicción a la arbitrariedad. 

				

				
					2	En el Perú, el espectro radioeléctrico comprende las frecuencias comprendidas entre los 3 kHz y los 300 GHz, según el Plan Nacional de Atribución de Frecuencias aprobado por la Resolución Ministerial 0597-2023-MTC/01.03. 

				

				
					3	Esta clasificación económica de los bienes, según criterios de rivalidad y exclusión, puede revisarse en Mankiw (2015). 

				

				
					4	Entre otras, el Decreto Legislativo 702 y los Decretos Leyes 26095 y 26096.

				

				
					5	Contribución destinada a financiar las funciones de supervisión y regulación del OSIPTEL. Se calcula sobre la facturación anual de las empresas del sector vinculada a las actividades reguladas. La tasa aplicable es fijada periódicamente mediante decreto supremo. Para el periodo 2025-2027 se estableció una alícuota de 0.5% (Decreto Supremo 150-2024-PCM). 

				

				
					6	Contribución del 1 % de los ingresos brutos facturados y percibidos aplicable a determinadas empresas del sector destinada a financiar proyectos de acceso universal a las telecomunicaciones en zonas de baja rentabilidad de interés social para el Estado.

				

				
					7	Obligación tributaria anual que deben pagar los titulares de concesiones por la explotación comercial de los servicios de telecomunicaciones. La tasa es equivalente al 0.5% de los ingresos brutos facturados y percibidos por las empresas del sector (artículo 229 del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones).

				

				
					8	En los artículos 8 y 9 de la Ley de Telecomunicaciones se clasifican los servicios de telecomunicaciones en dos categorías: por un lado, según aspecto técnico se distingue en (i) servicios portadores; (ii) teleservicios, también llamados servicios finales; (iii) servicios de difusión; y (iv) servicios de valor añadido. Por otro lado, según su utilización y naturaleza se distingue en (i) servicios públicos; (ii) servicios privados; y (iii) privados de interés público (servicios de radiodifusión).

				

				
					9	Específicamente, las directrices de la International Telecommunication Union (en adelante, ITU).

				

				
					10	Un ejemplo de la composición del destino de los costos asignados para cumplir con el presupuesto objetivo puede revisarse en la Exposición de Motivos del Decreto Supremo 003-2018-MTC.

				

				
					11	Conforme se establece en el artículo 55 de la Ley de Telecomunicaciones: 

					Las concesiones y autorizaciones están sujetas al pago de un derecho, por única vez. La explotación comercial de los servicios está sujeta al pago de una tasa anual. En ambos casos los montos serán fijados en el reglamento. En caso de otorgamiento de concesiones y autorizaciones por concurso público, el monto de este derecho será definido de acuerdo a las bases en función a la mejor oferta. (1993)

				

				
					12	Véase a ITU (2016).

				

				
					13	El más conocido es el canon minero. Sin embargo, también se establecen reglas similares para los hidrocarburos, recursos forestales, hidroenergéticos, entre otros.

				

				
					14	Conforme se indica en el séptimo párrafo de la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley 2596/96CR.

				

				
					15	Artículo 74.- 

					Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o decreto legislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto supremo.

					Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y tasas, o exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer la potestad tributaria, debe respetar los principios de reserva de la ley, y los de igualdad y respeto de los derechos fundamentales de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio. 

					Las leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre materia tributaria. Las leyes relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero de enero del año siguiente a su promulgación.

					No surten efecto las normas tributarias dictadas en violación de lo que establece el presente artículo. (1993)

				

				
					16	En la Sentencia 3303-2003-AA/TC se esboza este concepto de tributo a partir de la definición de Geraldo Ataliba.

				

				
					17	En estas resoluciones, el Tribunal Fiscal cita las definiciones de Pérez Royo (2000) y de Ferreiro Lapatza (2003).

				

				
					18	Artículo 60.- 

					La utilización del espectro radioeléctrico dará lugar al pago de un canon que deberán satisfacer los titulares de estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento respectivo señalará los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y Construcción, los que serán aprobados mediante Decreto Supremo. (1993)

				

				
					19	Norma II: Ámbito de aplicación

					Este Código rige las relaciones jurídicas originadas por los tributos. Para estos efectos, el término genérico tributo comprende: 

					a)	Impuesto: Es el tributo cuyo cumplimiento no origina una contraprestación directa en favor del contribuyente por parte del Estado. 

					b)	Contribución: Es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador beneficios derivados de la realización de obras públicas o de actividades estatales. 

					c) 	Tasa: Es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador la prestación efectiva por el Estado de un servicio público individualizado en el contribuyente. No es tasa el pago que se recibe por un servicio de origen contractual. Las Tasas, entre otras, pueden ser: 

					1. 	Arbitrios: son tasas que se pagan por la prestación o mantenimiento de un servicio público. 

					2. 	Derechos: son tasas que se pagan por la prestación de un servicio administrativo público o el uso o aprovechamiento de bienes públicos. 

					3. 	Licencias: son tasas que gravan la obtención de autorizaciones específicas para la realización de actividades de provecho particular sujetas a control o fiscalización. 

					El rendimiento de los tributos distintos a los impuestos no debe tener un destino ajeno al de cubrir el costo de las obras o servicios que constituyen los supuestos de la obligación. (1996)

				

				
					20	De acuerdo con el numeral 2.2 del Reglamento de la Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales.

				

				
					21	Artículo 66.-

					Los recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio de la Nación. El Estado es soberano en su aprovechamiento. Por ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a particulares. La concesión otorga a su titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal. (1993)

				

				
					22	El Estado peruano no detenta un régimen de propiedad civil sobre los recursos naturales. Conforme al artículo 73 de la Constitución, los bienes de dominio público son inalienables e imprescriptibles. Por ende, estos recursos están sometidos a un régimen especial de administración que incluye la facultad de otorgar títulos habilitantes a los particulares para su utilización.

				

				
					23	Esta resolución se emitió con carácter de observancia obligatoria.

				

				
					24	En un voto dirimente de la Sentencia, el magistrado César Landa Arroyo manifiesta que el Estado está facultado para exigir tasas de la subespecie derecho por la explotación de recursos naturales, enfatizando que la tarifa por el uso del agua subterránea constituye un tributo, aun cuando dicho recurso natural esté igualmente regulado por la LOGRN y por los principios que inspiran dicha normativa.

				

				
					25	Artículo 74.- 

					Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o decreto legislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto supremo.

					Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y tasas, o exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer la potestad tributaria, debe respetar los principios de reserva de la ley, y los de igualdad y respeto de los derechos fundamentales de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio.

					Las leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre materia tributaria. Las leyes relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero de enero del año siguiente a su promulgación.

					No surten efecto las normas tributarias dictadas en violación de lo que establece el presente artículo. (1993)

				

				
					26	En España, el canon se configura como una prestación patrimonial de carácter público no tributaria, derivada del contrato de concesión. La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado que, si bien en abstracto cabe compatibilidad entre el canon y la tasa por aprovechamiento especial del dominio público, dicha compatibilidad depende de que ambos no retribuyan el mismo uso del dominio público.

				

				
					27	Sin perjuicio de ello, es importante señalar que el Canon también puede ser exigido y liquidado a las empresas de telecomunicaciones que no son titulares de una concesión y que realizan un aprovechamiento ilegal de este recurso natural, pues el artículo 90 del TUO de la Ley de Telecomunicaciones establece que el uso no autorizado del espectro radioeléctrico conlleva la imposición de una multa administrativa y el pago de los derechos, tasas y el Canon correspondiente. Consideramos que en este escenario el pago del Canon se impone como consecuencia de la infracción de una conducta antijurídica tipificada y que tiene la naturaleza de sanción.

				

				
					28	Aunque la capacidad contributiva tiene una menor relevancia en las tasas, por tratarse de tributos asociados principalmente al beneficio obtenido por el contribuyente y al costo del servicio estatal recibido, no puede dejar de predicarse dicho principio sobre las tasas, como ha sido admitido por el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente 041-2004-AI/TC, acción de inconstitucionalidad contra arbitrios impuestos por la Municipalidad de Surco, en la que se admite su aplicación para otorgar beneficios o exoneraciones sobre tasas.

				

				
					29	Uno de los criterios doctrinarios más utilizados para distinguir entre tasas tributarias y precios públicos consiste en analizar si el servicio prestado corresponde a una función inherente al Estado –lo que justificaría su financiamiento mediante tasas– o si, por el contrario, se trata de una actividad asumida por razones de oportunidad o conveniencia, propia de los precios públicos. No obstante, este enfoque ha sido objeto de críticas, ya que la calificación jurídica de la obligación puede verse condicionada por las transformaciones en la política económica estatal. Esta observación resulta especialmente relevante en el contexto peruano, que ha sido objeto de un proceso de liberalización de actividades y del cambio de rol del Estado desde la Constitución de 1993.

				

				
					30	Véase a Vidal Henderson et al. (1991) para una revisión detallada de este criterio de distinción entre las tasas y precios públicos. 

				

				
					31	Artículo 1.-

					El objeto de la presente Ley es lograr una administración eficiente de la regalía minera, contraprestación de naturaleza no tributaria. Para tal efecto, se establece complementariamente la forma en la que la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria - SUNAT ejercerá las funciones asociadas con el pago de dicha regalía minera, tales como el registro, recepción y procesamiento de declaraciones, fiscalización, determinación de la deuda, control de cumplimiento, recaudación, ejecución coactiva, resolución de procedimientos contenciosos y no contenciosos, administración de infracciones y sanciones. 

					El Ministerio de Energía y Minas proporcionará a la SUNAT la relación de sujetos obligados al pago de la regalía minera y cualquier otra información que ésta [sic] solicite sobre la materia, y le prestará apoyo técnico que requiera para su actuación en cualquiera de los procesos vinculados a la administración de la regalía minera, bajo responsabilidad de los funcionarios encargados. (2007)

				

				
					32	Cuyo criterio se establece con carácter de observancia obligatoria. 

				

				
					33	Estas Resoluciones no han sido emitidas con carácter de observancia obligatoria.

				

				
					34	Ninguna de las dos sentencias en casación de la Corte Suprema se emitió con la condición de precedente vinculante.

				

				
					35	Esta norma fue publicada en el Diario Oficial El Peruano el 23 de junio del 2004.

				

				
					36	Como explica Héctor Villegas (2002), esta clasificación tiene larga aceptación en la doctrina financiera europea y latinoamericana, y ha sido desarrollada por autores como Gaston Jéze, Giuliani Fonrouge, Jarach Dino Jarach y Maurice Duverger (p. 111).

				

				
					37	Ley que crea incentivos para promover la inversión en telecomunicaciones en las localidades rurales, cuyo dictamen fue aprobado por la Comisión de Economía el 14 de diciembre de 2022.

				

				
					38	No obstante, esta propuesta no fue acogida por el Poder Legislativo, en tanto el dictamen del MTC fue enfático en señalar que el Canon debe ser calificado como una obligación tributaria de la especie tasa-derecho, en concordancia con la Norma II del Código Tributario. 
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Cuadro 3:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

élﬂm Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
EExpropiacion esté gravada con el impuesto a la renta?
s " Expediente 00319-2013-PA/TC
Resolucién 11339-3-2015 C““'i’;:;gfgzzs?ﬁm"“a {caso Sociedad Agricola
v ima San Agustin S.A.)
Posicién

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expro-
piacién de un bien no se encuen-
tra gravada con el impuesto a la
renta

Suspensién de la prescripcién de la obligacién tributaria

ROO 00549-Q-2024

Precedente Judicial
11947-2022-Lima

Expediente 2051-2016-AA/TC
(caso Paramonga)

Si en un procedimiento de impug-
nacién se declara la nulidad de los
valores o del procedimiento con el
que se emitieron, la suspensién del
cémputo del plazo de prescripcion
solo operard durante los plazos le-
gales aplicables para resolver dichos
recursos.

La regla del Decreto Legislativo 1311
(la suspensién opera solo dentro
de los plazos legales para resolver)
se aplica a todas las reclamaciones
interpuestas a partir de su vigencia
(31.12.2016). No condiciona esta
aplicacién a que se haya declarado
Ia nulidad de los valores o del proce-
dimiento de fiscalizacién.

Inaplica la suspensién indefinida
de la prescripcién por considerarla
una mora administrativa inconsti-
tucional, ordenando que todo ex-
ceso del plazo legal para resolver
compute a favor del contribuy:
te, sin importar la fecha de inicio
del reclamo ni condicionarlo es-
trictamente a una nulidad.

Inicio del cémputo del plazo prescriptorio de la accién para cobrar deudas tributarias aduaneras antes de la modificacién

del Decreto Legislativo 1433

Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial
7275-2021-Lima

Expediente 04068-2023-PA/TC
(caso Kallpa S.A)

El plazo prescriptorio de la facultad
dela Administracién para determinar
la obligacién tributaria (aduanera) y
aplicar sanciones, asi como para exi-
gir el pago de estas se iniciaba de for-
ma simulténea o en conjunto.

La facultad de la Administracién para
determinar la obligacién tributaria
(aduanera) y aplicar sanciones, asi
como para exigir el pago de estas,
no acontece de forma simulténea,
sino en dos momentos diferentes e
identificables; por lo que el inicio del
cémputo del plazo prescriptorio de
ambas facultades se realiza de for-
ma secuencial, inclusive antes de la
modificacién realizada por el Decreto
Legislativo 1433.

El Tribunal Constitucional aclara
que la configuracién primigenia
del articulo 155 de la Ley General
de Aduanas establecia un esque-
ma de cémputo simulténeo (o
conjunto). Sin embargo, tras la
modificacién mediante el Decre-
to Legislativo 1433, se pasé a ré-
gimen de cémputo secuencial o
diferenciado.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 6

Tributos donde hay retencién en la fuente cuando el hecho imponible ocurra:
@ En Perti, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:

Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcién a la ratificacion del MLI por Brasil.
Perd-Canada 01/01/2026 01/01/2026

Peri-Chile 01/01/2026 01/01/2026
Peri-Corea 01/01/2026 01/01/2026
Peri-México 01/01/2026 01/01/2026
Perd-Portugal 01/01/2026 01/01/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 9: Esquema ‘mixto’ en el régimen infraccional aduanero

-
Hechos y circunstancias (articulo 194 LGA)

Al aplicar las sanciones se debe tener en cuentalos hechos y
las circunstancias que se hubiesen presentado respecto a la
comision dela infraccién y la reincidencia, de tal manera que
Ia sanci6n a imponerse sea proporcional a la gravedad de la
infraccion cometida. El Reglamento establece los lineamien-
tos generales para la aplicacidn de lo dispuesto en el pérrafo

precedente.

Determinacién de Determinacién de Lineamientos (articulo 248 RLGA)
la infraccién — lamulta { J

) La gravedad del dafio o perjuicio econmico causado.
\ J [\ ) < | b tascircunstancias de la comisién de la infraccién.
Y Y ©) La existencia 0 no de intencionalidad en la conducta del

infractor.
d) La subsanacién voluntaria de Ia conducta infractora.
&) Reincidencia dentro del plazo establecido.

) La categoria del operador de comercio exterior infractor.
£) La condicion de operador econémico autorizado del

infractor.
h) Elimpacto de la comi

aduanero.
i) Laimposibilidad de graduar la sancién.

Los lineamientos son aplicados de manera conjunta o alterna-
tiva, de acuerdo con lo establecido por la autoridad aduanera
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Figura 3: Representacion grafica del Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
Lo sucesién in- - Cada uno de los herederos adquiere (a
divisa _adquiere prorrata) en la fecha de la declaratoria de
en la fecha del herederos o la inscripcién del testamento.
fallecimiento del - El Decreto Supremo 086-2004-EF no otorga
causante. efecto especial a la adjudicacién judicial 0
- Informe  168- extrajudicial de los bienes a los herederos,
2005-SUNAT/ por lo que se mantiene la fecha de adqui-
2B0000. sicién a la declaratoria de herederos o la

inscripcién del testamento.
- Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 4

col ¢Es CDI cubierto para Peri? if'eﬂ::::::ogm RElulhd:; :.:Ir:n r;;diﬁﬂdg

Peri-Brasil si si si
Peri-Canada si si si
Perd-Chile si si si
Peri-Corea si si si
Perd-Japon®s No No No
Peri-México si si si
Peru-Portugal si si si
Pert-Reino Unido® No No No
Peri-Suiza si No No

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 7

Tributos donde no hay retencién en la fuente para los impuestos aplicables por periodos que

i En Pert, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:
Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcion a la ratificacion del MLI por Brasil.
Peri-Canadi 01/01/2027 01/04/2026
Peri-Chile 01/01/2027 01/01/2027
Peri-Corea 01/01/2027 01/04/2026
Peri-México 01/01/2027 01/01/2027
Perd-Portugal 01/01/2027 01/04/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 1: Normas relevantes del sector telecomunicaciones vigentes al 1 de enero de 2026

TUO de la ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 013-93-TCC)

Articulo 60.- La utilizacion del espectro radioeléctrico dard lugar al pago de un canon que deberan satisfacer los titulares de
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento
respectivo seffalard los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y
Construccién, los que serén aprobados mediante Decreto Supremo.

Articulo 101.- Los ingresos recaudados por concepto de derechos, tasas, canon y multas, luego de la aplicacién a los fines
especificos que se considera en esta Ley, serén destinados exclusivamente al desarrollo de las telecomunicaciones, al control
y monitoreo del espectro radioeléctrico y a sufragar las obligaciones contraidas con los organismos internacionales de tele-
comunicaciones.

TUO del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 020-2007-MTC)

Articulo 137.- Causales de resolucién del contrato
El contrato de concesién se resuelve por:
[

6. Incumplimiento del pago del canon por dos (2) afios calendario consecutivos, salvo que cuente con fraccionamiento vigen-
te 0 se haya dejado en suspenso la exigibilidad de las obligaciones econdmicas conforme a lo establecido en la Ley General
del Sistema Concursal.

Articulo 231.- Canon anual
El canon anual que deben abonar los titulares de concesiones o autorizaciones por concepto del uso del espectro radioeléc-
trico, se calcula aplicando los porcentajes que se fijan a continuacién sobre la UIT, vigente al primero de enero del afio en que
corresponde efectuar el pago

[

a) Sistema de transmisién analdgico.

Por cada estacién terrestre o satelital que utilice sistemas multicanales por frecuencia de transmisién y por capacidad insta-
lada del sistema:
Hasta 12 canales
]

a) Servicio telefénico mévil, servicio de comunicaciones personales y teleservicio mévil de canales mltiples de seleccién
automética (troncalizado).

Se aplica la siguiente férmula:

C=CAB x NF x CA x CPB x CPZ x FS x PO — CEI

Donde:

C: es el canon anual por el uso del espectro radioeléctrico

CAB: es el coeficiente de ancho de banda

NF: es el nimero de bandas, sub-bandas y canales de frecuencias asignados conforme a las canalizaciones respectivas, para
la prestacién del servicio en una zona determinada

CA: es el coeficiente de 4rea

CPB: es el coeficiente de ponderacién por bandas de frecuencias

CPZ: es el coeficiente de ponderacién por zona

FS: es el coeficiente de participacién por servicio

PO: es el presupuesto objetivo

CEI: es el coeficiente de expansion de infraestructura y/o mejora tecnoldgica de la infraestructura

Los factores y conceptos de la férmula general para la determinacién del Canon se detallan y actualizan conforme el Anexo I
del presente Decreto Supremo |.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios capitalizados
ROO 21480-9-2011 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
La base de célculo de los intereses moratorios previstos por | No corresponde la capitalizacion de intereses, por-
el articulo 33t del Cédigo Tributario correspondiente a las | que implica un incremento excesivo de la deuda
Posicion | deudas generadas antes de la entrada en vigencia del De- | tributaria y transgrede los principios de no confisca-

creto Legislativo 969, entre el 25 de diciembre de 2006 y
el 15 de marzo de 2007, esta constituida por el monto del
tributo impago que incluye la capitalizacion de intereses
efectuada al 31 de diciembre de 2005.

toriedad y razonabilidad.

Intereses moratorios aplicables a

pagos a cuenta

ROO 05359-3-2017

Precedente Judicial 4392-2013-Lima®

Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y sancio-
nes por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, en caso
de que con posterioridad al vencimiento o determinacién
de la obligacién principal se hubiera modificado la base de
célculo del pago a cuenta o el coeficiente aplicable o el siste-
ma utilizado para su determinacion por efecto de la presen-
tacién de una declaracién jurada rectificatoria o e la deter-
minacién efectuada sobre base cierta por la Administracién.

No procede aplicar intereses moratorios a los pagos
a cuenta que fueron realizados oportunamente, aun
cuando el monto pagado resulte menor luego de
efectuar una declaracién jurada rectificatoria que
modifique el coeficiente aplicable para su célculo

Adi

ién de medios probatorios extemporaneos

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00546-2022-Lima

No corresponde evaluar medios probatorios presentados
extempordneos que no se encuentren dentro de los su-
puestos de excepcién establecidos en los articulos 141° y
148* del Cédigo Tributario.

En cualquier estado del procedimiento adminis-
trativo, corresponde a la autoridad administrativa
incorporar de oficio las pruebas que consideren
necesarias para el esclarecimiento de los hechos y
alcanzar la verdad material, aun cuando estas sean
extemporaneas.

Retroactividad benig

na

ROO 08829-9-2024

Precedente Judicial 11947-2022-Lima

No procede aplicar retroactivamente la modificacin intro-
ducida al numeral 1 del articulo 178 del Codigo Tributario
por el Decreto Legislativo 1311 a infracciones cometidas
antes de su entrada en vigencia (se privilegia la fecha de
infraccién, no de notificacién de la resolucién ministerial)

Envirtud del principio de aplicacién inmediata de la
norma, corresponde la aplicacién del Decreto Legis-
lativo 1311 respecto de aquellos casos en los que la
resolucién ministerial no se ha notificado con ante-
rioridad a la vigencia de la citada norma (toda vez
que no se encontraria en trémite ni ejecucion).

Certificados de re:

jencia para gozar de beneficios de convenios para evitar la doble imposicién

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 08380-2021-Lima
y Casaciones 17959-2021-Lima, 22414-2021-Lima
y32926-2025-Lima

Se exige la tramitacién del certificado de residencia del no
domiciliado aa fecha en que se efectde la retencién del im-
puesto, caso contrario, no resultan aplicables los beneficios
delos convenios.

Los beneficios de los convenios no estén condicio-
nados a poseer el certificado de residencia al mo-
mento exacto de la retencién, debido a que dicho
requisito formal no esta contemplado en los propios
convenios.

Naturaleza de los derechos antidumping

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00079-2023-Lima

De acuerdo con el articulo 46° del Decreto Supremo 006-
2003-PCM, los derechos antidumping son multas, por lo
que no resultan deducibles para efectos del impuesto a la
rente, ni pueden formar parte del costo.

La naturaleza juridica de los derechos antidumping,
expuesta en el texto original del articulo 46 del De-
creto Supremo 006-2003-PCM, no constituye multa,
porlo que dichos derechos si resultan ser deducibles
para el impuesto a la renta.

Suspensién del plazo de prescripcién en fiscalizacién sobre precios de transferencia

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 17824-2023-Lima

Para las fiscalizaciones relacionadas a normas de precios de
transferencia, no es de aplicacién el plazo de fiscalizacién
y. por ende, tampoco resultan de aplicacién los supuestos
de suspensién del plazo de fiscalizacién, por ende, tampoco
podré configurarse la causal de suspensién del cémputo del
plazo de prescripcién prevista en el inciso f) del numeral 1
del articulo 467 del Cédigo Tributario.

En Ia fiscalizacin parcial y/o definitiva en que se
aplican las normas de precios de transferencia, re-
sulta aplicable la suspensién del plazo de fiscaliza-
cién regulada por el numeral 6 del articulo 62-A° del
Cédigo Tributario, respetando el plazo razonable.

Resoluciones del Poder Judicial no vinculan al

Tribunal Fiscal y a la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 16618-2023-Lima

I Tribunal Fiscal sefiala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

Las sentencias casatorias crean un precedente legal
que establece un esténdar que deben aplicar otros
érganos jurisdiccionales, asf como los tribunales ad-
ministrativos y la Administracién Pablica, dados sus
alcances en materia contencioso-administrativa.

Resoluciones del Poder Judicial que son de obligatorio cumpl

limiento para el Tribunal Fiscal y la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 26385-2023-Lima

I Tribunal Fiscal seftala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

La aplicacién de los precedentes judiciales garantiza
los principios de igualdad y predictibilidad mediante
una interpretacién juridica uniforme para casos ans-
logos. Asimismo, por la solidez y autoridad de la Sala
Suprema del Poder Judicial, estos criterios vinculan-
tes son de obligatorio acatamiento para la adminis-
tracién publica y los tribunales admi

Cémputo de plazo prescriptorio en devolucién de pagos indebidos o en exceso

Posicién

ROO 06832-2-2004

Casaciones 27657-2019-Piura®

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la devolucién
por los créditos por pagos en exceso o indebidos se generan
en el momento en que se efectifan, esto es, en el momento
en que el contribuyente, por error, paga una suma no adeuda-
da por concepto de un tributo respecto del cual se encuentra
gravado, pero en ninglin caso, desde que el propio contribu-
yente o la Administracién determinan correctamente la obli-
gacién tributaria, pues dicha determinacién puede efectuarse
con posterioridad, criterio que se sustenta en lo dispuesto por
el numeral 5 del articulo 44 del Cédigo Tributario.

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la
devolucién de los créditos por pagos en exceso o
indebidos se generan en el momento en que devie-
nen en indebidos.

io de cémputo de plazo de prescripcién para exigir el pago de la deuda

Posicién

ROO 09789-4-2017

Expediente 00004-2019-PI/TCH

Para las obligaciones nacidas antes de la vigencia del Decre-
to Legislativo 1113 (es decir, antes del 28 de septiembre de
2012), los plazos de prescripcién para determinar la deuda
y para exigir el pago se iniciaban conjuntamente (en simul-
taneo), no resultando aplicable el numeral 7 del articulo

Se valid la legalidad de la Primera Disposicién Com-
plementaria Transitoria del Decreto Legislativo 1421.
El Tribunal Constitucional precisé que aplicar el nue-
Vo inicio de la prescripcion (desde la notificacién del
valor) a casos antiguos que ain estaban en trémite y

442 del Cédigo Tributario. Asimismo, se precisé que una vez
iniciado el plazo prescriptorio, este no podia ser modificado
por una norma posterior.

que todavia no habian preserito no constituye una
aplicacién retroactiva de la norma. A partir de ello,
seffalaron que el plazo prescriptorio de la accién de
cobro no es simulténeo, sino que es independiente
y posterior al de la accién de determinacién, ya que
juridicamente es imposible exigir el cobro de una
deuda tributaria que atin no ha sido emitida, notifi-
cada y cuantificada.

Fuente: Elaboracién propia
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igura 4: Representacién gréfica de la interpretacién del Decreto Supremo 086-2004-EF hecho
por la Corte Suprema en la Casacién 17472-2023-LIMA

Declaratoria
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! >
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086-2004-EF, nu- testamento. premo 086-2004-
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086-2004-EF,  nu- articulo 660 del
meral 3 Cédigo Civil.

Fuente: Elaboracién propia.
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Tabla 2

Norma / Resolucién

Legislador

Mas garantista para el
contribuyente

Decreto Legislativo 1311 y Exposicién de Motivos

La norma no condiciona la regla de la suspensién a ningdn caso en concreto; sin
embargo, en la Exposicién de Motivos sf hace referencia a un caso concreto: cuan-
do'se ha excedido el plazo para resolver el recurso e reclamacién o apelaciény se
declara la nulidad del acto reclamado.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (caso Industrial Paramonga
SAC)

No condiciona la regla de que la suspensién opera durante los plazos legales para
resolver los recursos impugnatorios tnicamente a los casos en los que se declaré
nulidad de los actos administrativos. Por el contrario, su razonamiento tiene un
alcance general.

Tribunal Fiscal

Menos garantista para
el contribuyente

Resolucién del Tribunal Fiscal 00549-Q-2024

La suspensién operard solo durante los plazos méximos para resolver el recurso de
reclamacin y apelacién, Gnicamente cuando en el procedimiento se haya decla-
radola nulidad del acto administrativo (precedente de observancia obligatoria).

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 3

Estado con CDI con Perii

Celebracién del MLI

Ratificacién del ML

Brasil 20/10/2025 Pendiente
Canada 07/06/2017 29/08/2019

Chile 07/06/2017 26/11/2020
Repiiblica de Corea 07/06/2017 13/05/2020
Japon 07/06/2017 26/09/2018
México 07/06/2017 15/03/2023
Portugal 07/06/2017 28/02/2020
Reino Unido 07/06/2017 29/06/2018
Suiza 07/06/2017 29/08/2019

Fuente: Elaboracién propia
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Graéfico 2:

Digitalizacién de procesos

Sector Publico "

| sector Privado

Automatizacin

- Interoperatividad

Estandarizacion de procesos y trémites
Documentos digitales o digitalizados

Plataformas electrdnicas
Mecanismos de seguridad y
validacién

Mecanismos y medios
electrénicos
Interconectividad

- Gestion transversal del riesgo

Cambio de matriz de riesgos - Impactos Operador Econémico Autorizado

- Mecanismos alternativos a la inspeccion fisica

Politicas de Gobierno Digital

Virtual

cién de procedimientos

- Ventanillas virtuales
Expedientes electrénicos

i ehoras b Tk

- Informes orales virtuales
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Cuadro 6:

Escenarios de indeterminacién entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Grgano

Tribunal Fiscal

Poder Judi

o Tribunal Constitucional

Naturaleza de la participacién del asociado de una a

sociacién en participacién

ROO 02398-11-2021

I Tribunal Fiscal sostiene que la participacién entregada al aso-
ciado constituye dividendos u otra forma de participar en las
utilidades. En tal sentido, estard o no gravada con el impuesto
seglin quien sea el asociado.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Intereses moratorios aplicables a los pagos a cuenta del aporte al derecho especial destinado al Programa Nacional

de Telecomunicaciones

Posicion

ROO 04777-12-2023

El interés moratorio aplicable a los pagos a cuenta del aporte al
Programa Nacional de Telecomunicaciones se calcula exclusiva-
mente utiizando la Tasa de Interés Moratorio (TIM) aprobada
por la SUNAT, conforme al articulo 33 del Cédigo Tributario. Por
lo tanto, debe inaplicarse el articulo 239 del Reglamento Ge-
neral de la Ley de Telecomunicaciones, al contravenir una dispo-
sicién jerarquica superior.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2

MC OCDE del 2017

Documentos del Proyecto BEPS

Materia

Nuevo Preémbulo Accion BEPS 6 Lucha contra practicas de Treaty Shopping
Articulo1(2) y (3) Accion BEPS 2 Entidades hibridas
Articulo 3 (1) (i) Accidn BEPS 6 Fondos de pensiones reconocidos
Articulo 3 (2) Accién BEPS 14 Interpretacion por autoridades competentes
Articulo 4 (1) Accion BEPS 6 Fondos de pensiones como residentes
Articulo 4 (3) Accion BEPS 2y 6 Regla corporativa tie-break
Articulo 5 (4) (f), (5), (6) y (8) Accidn BEPS 7 Definicion de establecimiento permanente
Articulo 8 Accidn BEPS 2 Eliminacién de lugar de direccion efectiva
Articulo 10 (2) (a) Accion BEPS 6 Transferencia de dividendos
Articulo 13 (3) Accion BEPS 2 Transporte internacional
Articulo 13 (4) Accion BEPS 6 Transferencia de acciones
Articulo 23 A Accidn BEPS 6 Meétodo de exencion
Articulo 23 B (1) Accidn BEPS 6 Método del crédito
Articulo 25 (1) y (5) Accion BEPS 6 Procedimiento de acuerdo mutuo
Articulo 29 Accion BEPS 6 Otorgamiento de beneficios (entitlement to benefits)

Fuente: Elaboracién propia a partir de Hattingh (2020, p. 186)
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Tabla 3

Posicién

Norma / Resolucién

Legislador

Menos favorable para el
contribuyente

Decreto Legislativo 981

La declaracién de nulidad del acto administrativo no afecta la suspensién
del plazo de prescripcién que se da durante el procedimiento contencioso-
tributario o de la demanda contencioso-administrativa vinculada a dicho acto.

Menos favorable para el
contribuyente

Resolucién 00161-1-2008

Se suspende el plazo prescriptorio durante la tramitacién del procedimiento
contencioso-tributario en el que se declara la nulidad de la resolucién de de-
terminacién o de multa (precedente de observancia obligatoria).

Tribunal
Constitucional

Més favorable para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04068-2023-PA/TC (caso Kallpa Genera-
ciénS.A)

La suspensién del plazo de prescripcién durante la tramitacién del procedi-
miento contencioso-tributario tnicamente resulta constitucionalmente legi-
tima cuando el procedimiento contencioso-tributario concluye confirmando
la validez de los actos administrativos cuestionados y no cuando se declara la
nulidad de los mismos.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1:

Ley 20816 (22.12.2011)

Se sustituye el nombre de la entidad SUNAT por Superintendencia Nacional de Aduanas y
de Administracion Tributaria

Ley 20073 (24.12.2012)

Se incorpora en la lista de inafectaciones al pago de derechos arancelarios a los vehiculos
especiales o las tecnologias de apoyo, dispositivos y ayuda compensatoria para el uso ex-
clusivo de personas con discapacidad

Ley 30131 (19.12.2013)

Medidas sobre disposicion de mercancias por parte de la aduana

Ley 30230 (12.07.2014)

Disposiciones sobre obligaciones de los agentes de aduana, aplicacion de intereses morato-
fios, destruccion de documentos relacionados con los despachos aduaneros

Ley 30296 (31.12.2014)

Disposiciones sobre comiso de mercancias, precisiones sobre consultas particulares en
materia aduanera derivadas del Codigo Tributario

Ley 30498 (08.08.2016)

Se incorpora en la lista de inafectaciones a las donaciones efectuadas a favor de las enti-
dades del sector publico

Ley 31974 (11.01.2024)

Autorizacion excepcional para disponer de mercancias por parte de la aduana

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 4:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por pagos a cuenta (nuevo criterio del Poder Judicial)
ROO 05359-3-2017 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y san- | Corresponde el cobro de intereses moratorios a los pa-
ciones por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, | gos a cuenta del impuesto a la renta, cuando los mis-
en caso de que con posterioridad al vencimiento o deter- | mos no fueron efectuados en la forma y el integro del
Posicién | minacién de la obligacién principal se hubiera modifica- | monto que corresponda en cada oportunidad.
do la base de célculo del pago a cuenta o el coeficiente
aplicable o el sistema utilizado para su determinacién
por efecto de la presentacién de una declaracién jurada
rectificatoria o de la determinacidn efectuada sobre base
cierta por la Administracién.
Compensacién de créditos
ROO 08679-3-2019 Casaciones 14133-2014-Lima, 3727-2016-Lima
yotras
| De acuerdo con el articulo 40 del Cédigo Tributario, el | La norma no prohibe que el contribuyente pueda soli-
Posicién i 4 .
contribuyente puede compensar a solicitud de parte, el | citar una compensacién de los saldos a su favor, con las
saldo a favor del impuesto a la renta contra otras deudas | deudas que coexistan en ese momento. La Administra-
que administre la SUNAT, distintas a pagos a cuenta. ci6n se encargaré de comprobar, verificar y/o fiscalizar
el mencionado saldo a favor.
Renuncia técita a la prescripcién ya ganada por presentacion de fraccionamiento
Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal Precedente Judicial 21690-2019-Lima
El acogimiento a fraccionamientos que incluyan tributos | Las reglas de prescripcién del Cédigo Civil no resultan
| y periodos ya prescritos no constituye causal que deter- | aplicables a las obligaciones tributarias, en la medida
Posicién | mine la pérdida del referido derecho, el que, de acuerdo | en que se trata de &mbitos normativos distintos.
con el articulo 48% del Codigo Tributario, puede oponerse
en cualquier estado del procedimiento administrativo o
judicial.
Los Tribunales Administrativos se encuentran prohibidos de aplicar control difuso de constitucionalidad
R —— Expediente 04293-2012-PA/TC
(caso Consorcio Requena)
El Tribunal Fiscal, en concordancia con el precedente del | Conceder facultades a los tribunales administrativos
Tribunal Constitucional, dejé de ejercer control difuso | para ejercer el control difuso lleva a quebrar el equi-
Posicién | —especialmente en materia de tributacion municipal- y | librio entre democracia y constitucionalismo, al permi-

formalizé esta posicién mediante el Acuerdo de Sala Ple-
na2014-12.

tir que quien por imperio de la Constitucién no posee
legitimidad directa y expresa pueda hacer ineficaces
las normas juridicas vigentes. Se dejé sin efecto el pre-
cedente vinculante contenido en la Sentencia 03741-
2004-Al/TC.

No existe controver

contribuyent rectifica declara

n jurada aceptando los reparos de la Administracién

Posicién

ROO 07308-2-2019

Precedente Judicial
03158-2022 Lima

Si el contribuyente rectifica su declaracién jurada acep-
tando las observaciones acotadas por la Administracién
Tributaria, y esta emite resoluciones directorales confor-
me a lo rectificado, tales observaciones no constituyen
reparos y, por tanto, no son susceptibles de controversia
(no pueden impugnarse).

La declaracién jurada rectificatoria que recoge las ob-
servaciones de una fiscalizacién constituye un acto vo-
luntario del contribuyente con plenos efectos juridicos.
Por ello, la posterior resolucién directorial que forma-
liza dicha informacién no contiene ningtn reparo que
pueda ser materia de controversia.

Fuente: Elaboracién propia
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Gréfico 2: Mecanismo de trans
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Fuente: Elaboracién propia a partir de Mankiw (2021).
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Gréfico 1: Presién tributaria y evasién en paises de la regién, PBI
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Cuadro 5:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

Grgano Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por exceso de plazo legal
Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal emitida a Precedente Judicial Expediente 03525-2021-PA/TC
partir de la publicacién de la 6619-2021-Lima (caso Maxco)
Sentencia 03525-2021-PA/TC.
La Administracién Tributaria, se encuentra
prohibida de aplicar intereses moratorios
Posicién | No corresponde Ia aplicacidn | COesPonde 1a suspension de | luego de que se haya vencido el plazo legal

de intereses moratorios cuan-
do la Administracién excedi
los plazos legales para resolver
los recursos impugnatorios
presentados.

intereses moratorios devenga-
dos por la demora en resolver los
recursos impugnatorios en sede
administrativa, por vulnerar los
principios de razonabilidad y no
confiscatoriedad

para resolver el recurso administrativo, con
prescindencia de la fecha en que haya sido
determinada la deuda tributaria y con pres-
cindencia de la fecha que haya sido interpues-
to dicho recurso, a menos de que pueda pro-
bar objetivamente que el motivo del retraso
es consecuencia de la acreditada conducta de
mala fe o temeraria del administrado.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 3: Grandes mensajes del capitulo

simplificacion aduanera

Gestin del riesgo

Seguridad juridica

Uso de tecnologias de la
informacién

Envios de entrega répida

ico del TLC con USA

“Retirar las mercancias de inmediato o casi de inmediato”

‘Focalicemos los controles’

“Evitemos sorpresas’

‘Automaticemos los procesos

‘Generemos procedimientos expeditivos que permitan
reducir tiempos
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Tabla

leterogeneidad de Costos Logisticos en Cuencas Amazénicas

Cuencas fluviales
de la selva®

Funcién de costo
(5/ton)

Interpretacion econémica

Interpretacion tributaria

Rio Amazonas

Sy=64.6+0.29(4$

Friccién moderada: el bajo costo
marginal ($\beta = 0.295) permi-
te economias de escala y facilita
transacciones de mayor volumen.

Los costos logisticos marginales son relati-
vamente bajos; por ende, el cumplimiento
territorial resulta viable y el incentivo tri-
butario puede traducirse en inversién real y
expansién productiva.

Rio Momén

Sy=83.1+121(4$

Friccién severa: la pendiente ele-
vada ($\beta = 1.215) cuadruplica
el costo respecto del eje principal,
haciendo ineficiente el comercio
de larga distancia.

Los costos logisticos marginales son eleva-
dos; por ende, el Régimen actia como una
barrera indirecta de acceso. Las empresas
quedan excluidas no por incumplimiento fis-
cal, sino por inviabilidad econdmica.

Rio Tigre

Sy=-383.4+1.30()%

Falla de mercado: los costos
marginales son prohibitivos ($\
beta = 1.303), por lo que operar
exclusivamente en esta cuenca sin
soporte externo resulta inviable.

Los costos logisticos marginales son prohi-
bitivos; por ende, el beneficio tributario es
materialmente inaccesible  la presion fiscal
efectiva se incrementa en lugar de aliviarse.

Rio Napo

Sy=1745+029(x)$

Barrera de entrada: el alto inter-
cepto ($\alpha = 174.55) refleja
barreras de entrada estructurales.

Los costos iniciales muy altos favorecen la
concentracién empresarial e impiden la en-
trada de pequefios operadores que no pue-
den absorber dichos costos fijos.

Fuente: Elaboracién propia a partir de Instituto de la Amazonia Peruana (2018.
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Cuadro 1

Supuestos de hecho

Consecuencia juridica

- i se busca confirmar el sentido interpretativo obtenido en
funcién al articulo 31 de la CVDT.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT es ambiguo o tiene sentido oscuro.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT conduce a un resultado manifiestamente ab-
surdo o irrazonable.

- Se podré acudir a medios de interpretacion complementa-
tios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y
a las circunstancias de su celebracién.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1: Territorio de la Amazonia segun la Ley 27037

Departamento Alcance
Amazonas | - Todo el territorio.
Ayacucho | - Distritos de Sivia, Ayahuancoy Liochegua de la provincia de Huanta
> - Distritos de Ayna, San Miguel y Santa Rosa de la provincia de La Mar
Cojamarca | - Provincia de Jaén
U - Provincia de San Ignacio
- Distrito de Yanatile de la provincia de Calca
Cusco - Provincia de La Convencién
- Distrito de Kosfiipata de la provincia de Paucartambo
- Distritos de Camanti y Marcapata de la provincia de Quispicanchis
Huancavelica | - Distritos de Huachocolpa y Tintay Puncu de la provincia de Tayacaja
- Provincia de Leoncio Prado
- Provincia de Puerto Inca
- Provincia de Marafién
Muinuco | - Provincia de Pachitea
- Distrito de Monzén de la provincia de Huamalies.
- Distritos de Churubamba, Santa Maria del Valle, Chinchao, Huanuco, Amarilis y Pillco Marca de la provin-
cia de Huanuco
- Distritos de Conchamarca, Tomayquichua y Ambo de la provincia de Ambo
Junin - Provincia de Chanchamayo
- Provincia de Satipo
La Libertad | - Distrito de Ongdn de la provincia de Pataz
Loreto - Caso particular, con salvedades*
Madre de Dios | - Todo el territorio
Pasco - Provincia de Oxapampa
Piura - Distrito de Carmen de la Frontera de la provincia de Huancabamba
— - Distritos de Coaza, Ayapata, Ituata, Ollachea y San Gabén de la provincia de Carabaya. Distritos de San

Juan del Oro, Limbani, Yanahuaya, Phara, Alto Inambari, Sandia y Patambuco de la provincia de Sandia

- Todo el territorio

- Todo el territorio

n propia a partir de la Ley 27037 (1998).
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Gréfico 5: Cambios estructurales introducidos por el Decreto Legislativo 1053

Simplificacién aduanera |+

Gestiéndel riesgo |

Seguridad juridica |

Uso de tecnologias de la
informacién

Envios de entrega
répida

et it vk

s

Libre disposicion de mercancias en 48 horas
sistema anticipado de despacho aduanero

Sistema de garantias globales y especificas

Despacho aduanero en el punto de llegada (zona primria)

Retiro de mercancias antes de decision final en relacion en con despacho

Uso de técnicas de gestion del riesgo
Reconocimiento fisico no debe superar al 15% de las declaraciones numeradas
Figura del Usuario Aduanero Certificado (Operador Econémico Autorizado)

Publicacién de toda norma exigible y de resoluciones que fijen crterios dea aduzna
Publicacién de proyectos normativos

Puntos de consulta

Emision de resoluciones anticipadas sobre temas especificos (valoracion aduanera,
dasificacion arancelaria, etc.)

Transmision de data electronica antes de la llegada del envio
Sistemas electrnicos para el anlisis y direccionamiento de riesgos
Uso de normas internacionales (sistemas de gestion de calidad)
Sistemas electrdnicos accesibles a los usuarios aduaneros

Creacién de procedimientos expeditivos
Procedimiento de la data antes del arribo del envio
Utlizacion minima de documentos

Despacho en 6 horas sin limite de peso i valor
Envios por menos de USD 200 no tributan
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Grafico 3: Mecanismo de arbitraje regulatorio y precios de transferencia

Régimen tributario

% Lima (Régimen de
preferencial de la
s renta general)
Entidad A Entidad B
(productor cautivo) (distribuidora)
Tasa IR: 5% (| Tasa IR: 20.5% — C“":i':l’:l'd‘"
Activos fijos + mano de obra Marketing + ventas
Transferencia interna: Venta de mercado: margen
P A comercial minimo o nulo
tjetive:maririzar i Objetivo: minimizar la base
al20.5%
margen al 5%

Fuente: Elaboracién propia.
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Grafico 4:

Dec. Leg 1433

Dec.Leg.| |Dec.leg.| [Dec.leg.| |Dec.Lleg. Dec.Leg.| [Dec. Leg.
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Tabla 2: Beneficios y restricciones asociados a las categorias del PdC

Categoria Beneficio o restricciones.
A Beneficio: destinar saldo de detracciones para pago de tributos de importacién.
B Ninguno
G Ninguno
Restricciones generales:
a. Reduccin al 30% del umbral general para la obligacién de uso de medios de pago (monto se fija en §/ 600 0
5 USD 150);
b. mayor plazo (90 dias) para que surtan efectos eventuales declaraciones rectificatorias;
. habilitacién automética para aplicar medidas cautelares previas al procedimiento coactivo;
d. perder la calificacién de establecimiento cuyas ventas otorguen devolucion de IGV a turistas.
Restricciones adicionales para E:
a. Plazos més largos (6 meses adicionales) para atender determinadas solicitudes de devolucién del IG
E b. condicionar el cambio de domicilio a la previa autorizacion de la SUNAT; y

c. causal de ingreso como recaudacién los montos depositados en cuentas del Sistema de Pago de Obligaciones
Tributarias (SPOT).

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1

Posicién®®

Norma / Resolucién

Legislador

Menos garantista para
el contribuyente

Decreto Legislativo 1311

Se establece la suspensién durante los plazos legales para resolver los recursos
Gnicamente para procedimientos iniciados luego de su entrada en vigencia.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (Caso Industrial Paramon-
83 SAC)

El Decreto Legislativo 1311 no cred una nueva limitacién temporal, sino que posi-
tivizé una consecuencia que ya derivaba de una interpretacién constitucional de
la norma, seg(n la cual, la suspensién debid operar siempre durante los plazos
legales para resolver los recursos.

Corte
Suprema®

Menos garantista para
el contribuyente

Casacién 12754-2014-Lima

Exhort6 al legislador a establecer un limite temporal para la suspensién durante
el procedimiento contencioso-tributario establecido en el articulo 46 del Codigo
Tributario, pues su redaccién original no contempla dicho limite.

Casacién 11947-2022-Lima
Sefiala que la suspensién opera tnicamente durante los plazos legales para re-
solver los recursos respecto de los procedimientos iniciados luego de la entrada
envigencia del Decreto Legislativo 1311 (precedente de observancia obligatoria).

sala Superior”

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04357-2022

Se aparta del precedente contenido en la Casacién 11947-2022-Lima y aplica el
criterio del Tribunal Constitucional, esto es, que la suspensién del plazo prescrip-
cién opera solo dentro de los plazos para resolver los recursos de reclamacién o
de apelacién, establecidos en el Codigo Tributario.

Fuente: Elaboracién propia
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Gratico 6: Segmentacion por grupo de operadores

- Transmitir la declaracién aduanera de conformidad con los datos proporcionados por el
operador interviniente
- Identificar correctamente al duefio, consignatario o consignante de la mercancia o al

dog:mdw. representante de estos
i - Expedir documentacién autenticada contando con el original en sus archivos o que corresponda

a un despacho en el que haya intervenido

Iere - Transmitir solo una declaracién para una misma mercancia

autorizacién) - Entregar la mercancia al duefio o consignatario o al responsable del almacén aduanero de
corresponder, conforme a lo establecido legalmente o cuanto cuente con la autorizacién de la
administracién aduanera, segtn corresponda

(requiere de

- Destinar correctamente la mercancfa al régimen, tipo o modalidad de despacho

- Declarar en forma correcta el valor y proporcionar informacién completa y que guarde
conformidad con los documentos presentados para el despacho

- No destinar mercancia prohibida y destinar mercancia restringida con la documentacién
exigible

- Permitir los accesos a sus sistemas de informacién en la forma y el plazo establecidos por la
autoridad aduanera

- Reembarcar la mercancfa prohibida o restringida dentro del plazo establecido legalmente o
dispuesto por la autoridad aduanera

Operador de
Interviniente
(no requiere de
autorizacién)

Tercero - Proporcionar, exhibir o transmitir informacion o documentacién veraz,
vinculado auténtica, completa, sin errores en la forma y plazo establecidos legalmente o
(no requiere dispuesto por la autoridad aduanera, segun corresponda
de autorizacién) - Comparecer ante la autoridad aduanera cuando sea requerido

P Elalitn B
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Tabla 1: Clasificacién de los contribuyentes segin el PdC

Categoria Nivel Detalle
A Muy alto cumplimiento Cumplimiento formal y material Gptimo
8 Alto cumplimiento Cumplimiento formal y sustancial esperado
c Medio cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial medio o antigiiedad inferior a 6 meses
D Bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o material significativo
3 Muy bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial muy significativo

Fuente: Elaboracién propia
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igura 1: Representacion gréfica de lo dispuesto en el articulo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

Declaratoria

o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante testamento extrajudicial

00— >—>

- las rentas se re- ®
putan como una
sola persona.

- Articulo 17, UR
(primer pérrafo)

Fuente: Elaboracién propia.

Los herederos in-
corporan a sus ren-
tas en proporcion
sobre el acervo su-
cesorio.

Articlo 17, LR

(segundo pérrafo)

Cada heredero
computa sus ren-
tas por los bienes
que le sean adju-
dicados.

Articulo 17, LR
(tercer pérrafo)





OEBPS/image/Marroquin_cuadro_1.jpg
Cuadro 1:

Tribunal Fiscal (aticulo 154° el Tuo | Peder udicial (articulo o0 S umal Constttunionsl
o ‘del Codigo Tributario y articulo VI” lel CPC, articulo 36 Tribunal Constitucional
pecto dela LPCA y articulo 22° (articulo VI del NCPC)
del TUO de la LPAG)
dela LOP))
Grganc emisor | Tribunal Fiscal (Sala Especializada o Sala | Sala Constitucional y Social de | Tribunal Constitucional (Ple-
E Plena). la Corte Suprema. no).
Solo drganos de la Administracién Tribu-

Eficacia taria (SUNAT, Organismo Supervisor de | Todos los érganos jurisdiccio- | Todos los érganos jurisdiccio-
vineutarte | 12 Inversion en Energia y Mineria, Orga- | nales, salvo excepcion fundada | nales y administrativos, sin
nismo Supervisor de Inversién Privada en | (apartamiento motivado). excepcién®.

Telecomunicaciones, entre otros).
- Interpretacién de modo expreso y con
carécter general el sentido de las nor-
mas tributarias®. - Existencia de contradiccio-
- Existencia resoluciones con fallos con- eoradondial
tradictorios entre si. nelonneass
e ’ - Interpretaciones erréneas
- Modificacién de un criterio anterior, sea B
; ; o e una norma.
0 no vinculante. Sentencias que fijan principios - Existencia de un vacio le-
- Aclaracién del sentido de una norma | jurisprudenciales donde ex- |~ M
Supuestos que por su oscuridad genera una duda | presamente se declare el pre- | _EESTe. L L
habilitantes razonable en su interpretacién y, por | cedente y se formule la regla P

ello, se dispense de la aplicacién de
intereses y sanciones respecto de los
incumplimientos producidos antes de la
aclaracién de la norma®.

- Verificacién de criterios reiterados o
recurrentes de las Salas Especializadas,
dea Oficina de Atencién de Quejas o de
los Resolutores—Secretarios'®.

juridica (contencioso-adminis-
trativo).

lidades interpretativas.

- Conductas inconstituciona-
les con efectos generales.

- Modificacién de preceden-
te (Séenz Dévalos, 2022,
pp. 271-276).

habilitantes

- Cuando se apliquen la norma de mayor
jerarquia para la resolucién del caso
concreto, conforme con el articulo 102
del Codigo Tributario (Caller Ferreyros &
Reyna Farje, 2013, pp. 31-32).

Facultad de
apartamiento
del precedente

Los acuerdos de Sala Plena del Tribunal
Fiscal, adoptados conforme al Acuerdo
10-2002, son de aplicacién obligatoria
tanto para los vocales como para la Ad-
ministracion Tributaria, sin posibilidad de
inaplicacién, salvo que sean modificados
por el propio Tribunal, por ley o por regla-
mento.

Los tribunales de menor ins-
tancia ‘pueden’ apartarse del
precedente si existen circuns-
tancias particulares debida-
mente motivadas (fundamen-
tos de hecho y derecho del
apartamiento).

Solo el propio Tribunal Cons-
titucional puede apartarse y
modificar su precedente, si
se cumplen tres requisitos:
- Pleno del Tribunal Consti-
‘tucional.
- Cinco votos conformes.
- Motivacion ~ expresa
apartamiento.

del

Formay
requisitos para
su creacién

La resolucién debe:

- Declarar expresamente que posee ca-
récter de observancia obligatoria.

- Ser publicada en El Peruano.

La sentencia debe:

- Fijar principios jurispruden-
ciales.

- Ser publicada en El Peruano.

Sentencia debe:

- Sefialar expresamente que
es precedente.

- Formular la regla jurfdica
aplicable”.

- Precisarsuefectonormativo.

- SerpublicadaenEl Peruano.

Modificacién o
derogacién del
precedente

Solo por el propio Tribunal Fiscal, por
reglamento o por ley. Se requiere nueva
resolucién con publicacién en El Peruano.

Puede ser modificado por la
misma sala con justificacién
expresa. No se exige mayoria
especial, salvo accién popular
(4 jueces supremos).

Solo mediante Pleno del
Tribunal Constitucional con
Voto conforme de cinco ma-
gistrados. Se requiere de
sentencia motivada y publi-
cacién.

(SUNAT)

SUNAT no puede interponer demanda
contencioso-administrativa contra juris-
prudencias de observancia obligatoria.

No hay prohibicién; el prece-
dente puede ser objeto de re-
visién mediante una demanda
de amparo o una nulidad de
cosajuzgada fraudulenta.

Obligatoriedad absoluta; el
precedente solo puede ser
dejado sin efecto por el pro-
pio Tribunal Constitucional
bajo requisitos estrictos.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 7: Evolucién del programa OEA
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Tabla 1:

riterios de sujecion para gravar las enajenaciones indirectas en el derecho comparado

Criterios de sujecién en los regimenes de enajenacién indirecta

e Participacién minima Materialidad econémica
Colombia No Més del 20% de los activos colombianos.
Chile 10% Més del 20% del valor de mercado o 210,000 Unidades Tributarias Anuales.
Argentina 10% Més del 30% del valor de la entidad extranjera.
México No Més del 50% del valor en inmuebles.

Fuente: Elaboracién propia.
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Gréfico 8: Beneficios del programa OEA

- Garantia Nominal en vez de Carta Fianza y Péliza de
Caucién para diferimiento de exigibilidad de pago de la

obligacién tributaria aduanera
- Actuacion directa como agente de aduanas sin —> Reduccién costos operativos
presentacion de garantia para operar

- Disminucién del nivel de riesgo el operador
- Embarque directo

n preferente canal rojo

- Atencin preferente tramites y procedimientos
- Atencin preferente contingencias cierre puertos y/o — Fluidez operaciones COMEX
aeropuertos

- Inspecciones més égiles

- Asignacién de sectorista exclusivo
- Atencion personalizada R Buena calificacién ante

- Reduccién plazos de procedimientos 2 aduana
- Reconocimiento mutuo (socios comerciales del Perd)
- Ventaja comercial (mejora de categoria y reputacidn del
operador
feedod) — Beneficios indirectos

- Mejora procesos internos de control
- Incremento nivel de competitividad

i Pl e iy
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Cuadro 5

[ Entrada en vigor del MLl para el Peri | Entrada en vigor del MLI para el otro Estado
Perd-Brasil 01/10/25 Pendiente de ratificacion
Perd-Canadi 01/10/25 01/12/19
Perdi-Chile 01/10/25 01/03/21
Perti-Corea 01/10/25 01/09/20
Peri-México 01/10/25 01/07/23
Perd-Portugal 01/10/25 01/06/20

Fuente: Elaboracién propia
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Figura 2: Representacién grafica de lo dispuesto en la Primera Disposicién Transitoria
y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF
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